Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:11). 


—La Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Senadores se complace en recibir a la 
señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecta Eneida De León; al 
señor Director Nacional de Medio Ambiente, ingeniero químico Alejandro Nario; al señor Director 
Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Salvador Schelotto y al Director Nacional de Aguas, 
ingeniero Daniel Greif. 


Por medio de la Secretaría le hicimos conocer el motivo de esta convocatoria, siendo la 
primera que se le hiciera a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
para que concurriera a la Comisión de Medio Ambiente. Le damos la bienvenida, augurando que 
podamos trabajar en estos cinco años concretando mejoras en la legislación y en nuestro trabajo. En 
ese sentido son varios los temas que se plantearon oportunamente. 


Algunos son unos proyectos de ley que se enviaron a la Cartera. Otro es un problema que se 
está planteando en la localidad de Joaquín Suárez, departamento de Canelones, con relación a una 
solicitud ambiental que está en trámite, razón por la cual recibimos a una comisión de vecinos la 
semana pasada. No sé si le enviaron a la señora Ministra la versión taquigráfica. 


SEÑORA MINISTRA.- Sí, me llegó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me alegro de que haya sido así. Y, por último, adelantándonos, hay un 
petitorio de la señora Senadora Xavier acerca de la preocupación que obviamente existe en el Uruguay 
con relación al tema de aguas y lo que ha planteado esta Comisión a nivel del Poder Ejecutivo, que 
entendemos el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente también integra. 


Sobre estos puntos vamos a escuchar a la señora Ministra o a quien ella indique. 
(Dialogados). 


SEÑORA MINISTRA.- Estoy con tres temas, que fueron los que recibí oficialmente por parte de la 
Comisión: el problema que hay en la localidad de Joaquín Suárez, el plan de gestión de las bolsas de 
plástico y el fracking. Esos fueron los tres temas que traje porque eran los que me figuraban. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los otros los podemos dejar para más adelante. Es decir que tenemos el 
tema de las bolsas de plástico, el del fracking, el de Joaquín Suárez, y hay otro proyecto del 
Comisionado Parlamentario del Medio Ambiente. 


SEÑORA MINISTRA.- Exactamente. 


Con respecto a la problemática de la localidad de Joaquín Suárez está la solicitud de 
Cementos Artigas S.A., que pide autorización ambiental para el proyecto de explotación de granito para 
árido en dos padrones muy importantes del departamento de Canelones, específicamente en la 
localidad de Joaquín Suárez. Voy a referirme, en primer lugar, a la historia de esta situación, que 
comienza el 8 de agosto de 2013, cuando se presenta la solicitud de autorización ambiental previa. 
Este trámite tiene una serie de idas y venidas, ya que se pide más información de la que se presentó 
originalmente por parte del solicitante. Dada la importancia del tema con respecto a la población y a lo 
que podía provocar el emprendimiento en esa zona, se pone de manifiesto el asunto a través de una 
audiencia pública que, en definitiva, fue fundamental para la población, ya que todos tuvieron la 
oportunidad de participar. 


Después de que se puso de manifiesto el tema en noviembre de 2014, en el mes de 
diciembre se realizó una inspección técnica en el área, que incluyó el recorrido de las vías de tránsito 
propuestas para el traslado del material, que es uno de los problemas más importantes que aborda 
este proyecto. Se planteó en principio la entrada y salida de camiones por calles muy estrechas, con 
viviendas a los lados. Y, además, hay que tener en cuenta la afectación del proyecto vitivinícola de la 
bodega Varela Zarranz, que también se encuentra en ese sector. 


El 9 de diciembre de 2014 se hizo una audiencia pública para habilitar la participación de los 
ciudadanos, y el 15 de diciembre se solicitó al proponente que realizara la evaluación de los impactos 
negativos por las partículas de suspensión que podrían afectar al sector vitivinícola. Se presentó un 
proyecto que incluía dos padrones; en uno de ellos el área afectada es de 127 hectáreas y en el otro es 
de 27 hectáreas. El acceso está ubicado en la Ruta 6, a unos 29 kilómetros, debiendo realizarse el 
tránsito por un camino departamental; precisamente, este es uno de los graves problemas que tiene el 
proyecto. 


El proyecto consiste en la reapertura de una cantera cuya cava hoy es de 6 hectáreas y se 
va a ampliar a cielo abierto a 16 hectáreas, con una profundidad promedio de 27 metros. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial “sobre esto se realizó un 
comentario en esta Comisión— podemos decir que tenemos un informe que, si así se desea, puede 
aclarar el arquitecto Schelotto. En ese informe se dice que a la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial no le corresponde emitir dictamen porque ello depende del departamento de Canelones y las 
directrices departamentales tiene que establecerlas la Intendencia. Esto resulta claro, pero si es 
necesario, repito, el Director de Ordenamiento Territorial podrá profundizar más en el tema. El área de 
inserción del proyecto se caracteriza por la producción agrícola, ya que se trata de una zona de 
chacras, quintas y cultivos de soja, con énfasis en la vitivinicultura, porque allí hay viñedos y un 
establecimiento de fabricación de vinos. 


En definitiva, cuando el proponente pone el proyecto de ley a consideración de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente se analizan varios aspectos como, por ejemplo, la incidencia física del 
emprendimiento, es decir, dónde está y cómo afecta; el tema de las voladuras, ya que, como saben los 
señores Senadores, la explotación de este tipo de cantera se hace volando roca; el tránsito de la carga: 
los camiones que entran y salen cargados; las emisiones líquidas, en este caso; las emisiones de polvo 
a la atmósfera; las emisiones sonoras y la percepción social que tiene el emprendimiento. Hace 
muchos años en esta cantera -como es de conocimiento de los señores Senadores- hubo una gran 
tragedia que también afecta a la población, ya que todavía permanece en sus memorias. Obviamente, 
esta cantera fue objeto de explotación durante muchas décadas, pero hace muchos años que está 
ociosa. 


En principio, el hecho del cambio, de que se siga explotando, no afecta mucho en la presencia 
física, porque el emprendimiento se amplía, pero sí el tema de las voladuras. En este sentido, se les 
exigió minimizar el riesgo de posibles accidentes y que explicaran el proceso por el cual esas voladuras 
se hacen, cómo se hacen y cómo se advierte a la población y se la protege de esas voladuras. Son 
diferentes hitos que se les va exigiendo que, en el fondo, hacen que la empresa tenga que definir 
mucho más concretamente cómo se va a manejar. Con respecto a la afectación de la población por el 
uso de los explosivos, la empresa tiene que establecer sus medidas de mitigación de la carga máxima, 
el diseño de cómo se maneja, la protección y cómo se hace el tránsito. En fin, se trata de toda una 
serie de aspectos que se les pidió que cumplieran y aclararan. 


En cuanto a las emisiones de polvo a la atmósfera, lo que ocurre es que las fuentes de 
emisión son la trituración de la piedra; se hace un modelo y la empresa está obligada a presentar todas 
las garantías para que esas emisiones sean controladas. Luego, junto con eso, tiene que presentar las 
medidas de mitigación, que son filtros para la trituración: tratamiento antipolvo, cortinas vegetales; en 
fin, toda una serie de exigencias. Lo mismo sucede con las emisiones sonoras. 


En cuanto a la percepción social del emprendimiento —ya expliqué algo al comienzo—, cabe 
destacar que es negativa; la población tiene presente la explosión del año 1977 cuando murieron 15 


operarios. Consideran que si comienzan con las explosiones va a haber fisuras en las casas, etcétera. 
Son percepciones que, a veces, se le atribuye razón y, otras, es algo simplemente humano. 


Por otro lado, hay una percepción positiva, que es la creación de fuentes de trabajo que, como 
sucede siempre en estas localidades, es necesaria. Hay gente que dice que es bueno porque va a 
haber trabajo para los jóvenes. En el caso de la utilización de los explosivos, hay mucha oposición en 
la población por todos los antecedentes. 


Después está el otro tema, que es el de la bodega, que es del año 1890, y aunque el casco no 
es patrimonial, sí es una preocupación proteger, no solo el casco sino también los viñedos. 


En definitiva, habría una buena percepción en conjunto para la reapertura o reactivación de la 
cantera, pero con todas las protecciones con respecto a lo que ocurrió en el pasado. La empresa 
presentó todo, empezaron a hacerse los controles y se solicitó más información. No sé si todos son 
conscientes de que la bodega, el casco e incluso la población, están cerca de la cantera. Después de 
presentado el manifiesto y de realizada la audiencia pública en la que se vertieron opiniones, todo fue 
devuelto a la empresa, a fines del año pasado, a la vez que se le solicitó una serie de elementos más 
de información, así como la presentación de sus planes de mitigación con respecto a todas las 
situaciones planteadas. Todavía hay varias cosas que no se han resuelto, por lo que me gustaría hacer 
un repaso de la situación actual. 


El 27 de mayo la empresa respondió a una vista que le fue entregada el 11 de mayo con las 
observaciones correspondientes, es decir, casi llegamos al día de hoy para ver en qué estamos. En el 
primer caso, con respecto a las vías autorizadas por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el 
Gobierno de Canelones para la expedición de mineral en camiones de carga desde la cantera al 
destino final, el interesado informa que ha contratado a la empresa CSI ingenieros para realizar un 
estudio de alternativas, debido a que no se le aceptaba el tránsito por el camino, por los motivos que 
manifesté anteriormente. Por el momento estamos a la espera de una respuesta de la consultora. 


Por otro lado, la empresa había presentado el pedimento minero ante la Dirección Nacional 
de Minería y Geología por 127 hectáreas, sin embargo, como en la Dinama fue presentado por 8 
hectáreas solicitamos que fuera aclarado, porque no puede existir una contradicción. De todas 
maneras, en la Dinamige no habría problema con respecto a esa cantidad de hectáreas, porque no se 
acepta nada que antes no fuera aprobado por la Dinama. Por lo tanto, la empresa no va a tener otra 
salida que resolver esta observación. 


Se planteó lo relativo a la cortina vegetal para la mitigación, a lo que contestaron que existía 
la posibilidad de plantear otro tipo de mitigación —-suponemos que será presentada-— y pidieron que se 
dejara abierta la posibilidad de otras barreras, lo que todavía no fue contestado. 


También le solicitamos un plan de prueba piloto para garantizar la velocidad de vibración de 
las partículas generadas por la onda expansiva liberada por los explosivos, para que sea inferior a 
ciertos límites máximos establecidos en la normativa. El interesado coincide en la conveniencia de 
realizar estas pruebas de ajuste y se solicita que sean coordinadas con quienes manejan los materiales 
de armamento. La Dinama coincide en la conveniencia de realizar las pruebas de ajuste, pero siempre 
nos falta completar el proyecto. 


Les pedimos un cronograma de las voladuras donde figure día, hora y las medidas. En un 
primer momento ellos plantearon que el trabajo duraría ocho horas y luego dos turnos de ocho horas 
que serían coordinados con las actividades estudiantiles, patrimoniales, turísticas y los eventos 
programados por la bodega. La empresa estuvo de acuerdo. También les pedimos el nuevo diseño de 
la escombrera que es donde se realiza la trituración y se guarda la piedra y nos solicitaron la 
posibilidad de dejar la escombrera en el lugar que nos habían planteado. 


En resumen, no se levantaron las observaciones que se hicieron y no se previeron las 
medidas de prevención, mitigación y control sugeridas. Ahora se va a dar vista al interesado —todavía 
no se hizo— y la Dirección de Medio Ambiente, con la información que tenga cuando se redondee esto, 


tiene la posibilidad de denegarlo, si no cumple con las condiciones ambientales; rechazarlo, si no tiene 
suficientes elementos, y el proyecto puede volver más adelante con otras características, o puede dar 
un plazo para que presente todas las observaciones. 


Esta es la situación en la que nos encontramos al día de hoy. 
SEÑORA AVIAGA.- En primer lugar, buenas tardes y muchísimas gracias por su presencia. 


Este es un tema que nos preocupa mucho por ser de Lavalleja, donde sufrimos un poquito lo 
de las canteras al lado de la ciudad, aspecto que en algún momento vamos a tener que encarar. 


Con respecto a este punto específico, la señora Ministra mencionó el tema de los puestos de 
trabajo que aparentemente se van a generar, por lo que me gustaría saber cuál es el estimativo que 
tienen en el transcurso del proyecto y qué datos presentó la empresa al respecto. 


Por otro lado, me preocupa la mención que hizo la señora Ministra con respecto a la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. Creo que la Ley N* 18.308 tiene rango constitucional 
porque el artículo 47 de la Constitución hace referencia expresa al ordenamiento territorial y me 
inquieta que no se hayan tenido en cuenta a la hora de estudiar y aprobar este proyecto. Si no entendí 
mal, la señora Ministra acaba de manifestar que el ordenamiento territorial era cuestión de la 
Intendencia de Canelones. 


SEÑORA MINISTRA.- Quizás no fui muy explícita. Es por ser una zona rural que la aplicación de la 
ley de ordenamiento territorial es preceptiva de la Intendencia que, en este caso, es la de Canelones. 
Es así porque se trata de una zona rural y no porque tenga incidencia la Intendencia. 


SEÑORA AVIAGA.- Conocí la zona porque estuve con los vecinos y fui a ver de primera mano de qué 
se trataba este proyecto. Quizás está catalogada como zona rural pero está inserta en el medio, entre 
Suárez y la bodega Varela, por lo que no me parece que sea tan rural. Me preocupa justamente eso. 
Tengamos en cuenta que la Ley de Ordenamiento Territorial nos da instrumentos para analizar en 
conjunto con la comunidad si este proyecto de ley es de orden tenerlo ahí o no. Realmente, me 
preocupa ese aspecto. 


¿Por qué la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial no exige el cumplimiento de la ley 
a la hora de aprobar estos proyectos? 


Sabemos que desde que la señora ministra asumió su cargo se tomaron medidas para 
solucionar muchos temas planteados con respecto al medioambiente, como así también que el señor 
director de la Dinot es un técnico con reconocimiento en la materia. Ahora bien, no entendemos por 
qué en todas sus declaraciones no habló de que exigiría el cumplimiento de la ley —que es la gran 
ausente en todo este tema—, cuya no aplicación es, en gran parte, responsable de los conflictos 
socioambientales que se van generando a lo largo y ancho del país. 


A su vez, no entendemos que la Dinama no actué coordinadamente con la Dinot y que no 
cumpla con la normativa del propio Ministerio. Existen varios ejemplos de ello, sobre todo, en lo que 
tiene que ver con la cuenca del río Santa Lucía, con la Laguna del Sauce y con la Laguna de los 
Cisnes. 


Nos gustaría saber si podemos contar con el compromiso de la señora Ministra en lo que hace 
a la aplicación de esta ley que es maravillosa porque, más allá de que brinda muchísimas herramientas 
a los que toman las decisiones, hace que todos seamos parte de ellas. Reitero: queremos saber si 
realmente podemos contar con su compromiso en la aplicación de esta ley, como corresponde, pues 
ello nos permitiría mejorar la calidad de vida de todos los uruguayos y tener menos conflictos, tanto en 
el territorio como en el medioambiente. 


SEÑOR AGAZZI.- Adhiero a las palabras del señor Presidente, agradeciendo la presencia de la señora 
ministra y del equipo de técnicos que la acompañan, como así también al deseo de que en estos 
próximos cinco años podamos trabajar recibiendo la información que se le solicite y, en todo caso, 
dando nuestros puntos de vista como legisladores. 


Con respecto al punto concreto de la solicitud de reexplotación de la cantera de Joaquín 
Suárez, considero importante que nuestros visitantes clarifiquen formalmente algunos aspectos en 
función de la legislación vigente, porque son cosas nuevas en el Uruguay y a veces no se entienden 
bien o no se tiene el debido conocimiento de ellas. 


Quienes nos visitaron dijeron que hay normativas departamentales que establecen que esa 
región no es apropiada para la explotación de piedra. En función de ello, nos gustaría saber en qué 
medida se aplica la Ley de Ordenamiento Territorial y qué competencias tienen los Gobiernos Nacional 
y Departamental. Me parece importante aclarar estos puntos y que quede constancia de ello en la 
versión taquigráfica, no solo para nosotros mismos, sino porque la misma se les enviará a los demás 
actores involucrados. 


Es cierto que toda la ley sobre medioambiente tiene un componente muy moderno, en el 
sentido de que participe la comunidad activamente. Es justamente con ese fin que se le da a conocer 
los proyectos y los ciudadanos tienen derecho a opinar. La idea es que se preserven también las 
obligaciones que tiene la ley con el futuro del país y para que cualquier actividad económica se haga 
en forma sostenible para el bien de toda la sociedad. 


Ahora bien, creo que sería importante aclarar qué competencia tiene cada nivel de gobierno y 
qué es lo que cada uno puede y debe decidir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien me sumo a las preocupaciones manifestadas por los señores 
Senadores, voy a abundar más específicamente para ver si podemos ubicar mejor el tema. Cuando en 
el período pasado discutimos arduamente las modificaciones a las leyes de minería —en primer lugar el 
Código de Minería, después la ley de minería de gran porte, etcétera—, se planteó esta cuestión de una 
forma muy concreta. Es más, algunos departamentos querían prohibir, a través de las Juntas 
Departamentales, la actividad minera, e incluso se planteó la posibilidad de realizar referéndums. En el 
Reglamento de Impacto Ambiental se dice que cuando se presenta la solicitud, hay que presentar 
también la comunicación. Concretamente, se establece lo siguiente: «Los interesados en la realización 
de las actividades, construcciones u obras comprendidas», etcétera, «deberán comunicar (...) con 
constancia de haber presentado copia de la misma comunicación en la o las Intendencias». Cuando 
estaba preparando esta sesión, me preguntaba cuál es el efecto que tiene esa comunicación. La ley 
prevé un supuesto: si la Intendencia nada dice, el proyecto queda aprobado luego de que pase 
determinado tiempo. Pero no aclara qué sucede si la Intendencia se opone. ¿La mera oposición de la 
Intendencia es suficiente? No, tiene que ser fundada como un particular más. Supongo que, al no 
decirlo, la interpretación debe ser esa. Pero eso nos lleva a algo que dijo la señora ministra, que creo 
que escuchamos todos y que nos llamó la atención: que es competencia de las directrices de los 
Gobiernos Departamentales establecer, en las distintas zonas, cuál es la actividad que se tiene que 
desarrollar. 


Yo citaba en la reunión pasada, cuando recibimos a los vecinos, algo que me sucedió siendo 
ministro de industria y de turismo a la vez. Como ministro de industria y jerarca de la Dirección 
Nacional de Minería, vino a mi resolución un permiso minero de prospección en Laguna del Sauce, en 
plena zona turística, y luego tuve que resolver como Ministro de Turismo. Entonces, se daba esa 
especie de Dr. Jekyll y Mr. Hyde en la misma persona: de día decía que sí y de noche decía que no. 
Finalmente se entendió, sin consultar a la Intendencia, que era una zona donde prevalecía 
notoriamente la actividad turística y eso era incompatible con la minería a cielo abierto, etcétera, por lo 
que se rechazó el pedido minero. 


También conseguí y estuve estudiando las directrices del departamento de Canelones, que 
son en un principio muy genéricas. Si se lee solo esta parte, parecería ser que esta actividad no 
debiera autorizarse. Pero después son bastante específicas en cuanto a la cercanía. Por ejemplo, hay 
cercanía de la Ruta 74 —2.000 metros—, de la vía férrea y quien ha estado en la zona sabe que pasa 


por ahí también, etcétera. Entonces, parecería ser que la autorización ambiental nacional entra en 
colisión con la directriz departamental y con esa comunicación que hace la Intendencia que, 
obviamente, como todo acto administrativo, tiene que ser fundada, porque no puede ser discrecional o 
arbitraria. Además, cuando discutimos ese punto en la consideración de la ley de minería de gran porte 
—está en la versión taquigráfica—, nosotros solicitamos incluir una norma que estableciera que mientras 
no se aprobaran las directrices departamentales relacionadas con la minería de gran porte no se iban a 
dar autorizaciones. Y la respuesta que dio el oficialismo en ese momento, por intermedio del señor 
Senador Michelini —la recuerdo porque me quedó grabada-, fue que no se incluía porque eso iba de 
suyo. En ese momento pedimos la palabra y señalamos que entonces la directriz departamental puede 
establecer la zona donde se va a desarrollar este tipo de actividad, y nos dijeron que sí. Está en la 
discusión parlamentaria. Me debo estar poniendo viejo porque hago todos los cuentos de lo que me 
tocó vivir, pero creo que son válidos como aporte. 


Quizás el gran tema acá pasa por eso: en esta solicitud de estudio de impacto ambiental, 
¿qué valor tienen la directriz departamental y la opinión de la Intendencia? Obviamente, todos somos 
muy respetuosos de las competencias del ministerio y de la Dirección Nacional de Medio Ambiente en 
cuanto se desarrolla un proceso en el que todos, tanto los vecinos como quien pide, tienen sus 
derechos y los hacen valer adecuadamente. Si no les gusta la resolución al final del día, tienen las vías 
correspondientes para recurrir ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑORA AVIAGA.- Luego de escuchar al Presidente, señor Senador Bordaberry, me surgen 
inquietudes. 


Si es competencia departamental la decisión del tema del ordenamiento territorial en esta 
materia, pregunto cómo se puede autorizar el proyecto sin antes consultar a la Intendencia si el 
ordenamiento territorial correspondiente dice que ese emprendimiento puede llegar a estar ahí. 


Por otro lado, si no me equivoco y como decía el señor Presidente, las directrices de la 
Intendencia de Canelones no hablan de esta actividad en la materia. Esto es dejar el campo abierto, 
como firmar un cheque en blanco. Por la experiencia que tengo en Lavalleja a propósito del estudio de 
las directrices departamentales, si se nombra el tema de la minería quiere decir que no se hizo un 
estudio sobre el tema y que no hay un ordenamiento territorial. 


Simplemente era eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero contradecir a la señora Senadora Aviaga, pero creo que sí hay 
referencias a este tipo de actividad en las directrices departamentales de ordenamiento territorial. En 
ese sentido, están identificadas ocho directrices claves que refieren a la conservación de los recursos, 
a la calidad ambiental, a la protección del paisaje, al monitoreo de la calidad del agua, a la dimensión 
económica, a la estructura vial, a la dimensión socioespacial, a la zonificación de áreas que favorezcan 
el desarrollo, incluso la regulación de actividades extractivas mineras, como dice el literal b) del artículo 
11, de dichas directrices. También voy a dar la respuesta a la señora Senadora —estoy como el señor 
Senador Heber que se pregunta y se contesta-—... 


(Hilaridad). 


Con respecto a qué prima, hay que tener presente una declaración en la directriz 
departamental de la Intendencia de Canelones. En ese sentido, prima el destino rural y se declara a la 
actividad vitivinícola como una de las estratégicas del departamento frente a otras. Creo que ahí hay 
una directriz que quizás todos debiéramos seguir, planteada la duda de si se va a desarrollar una 
bodega establecida en 1890 que da trabajo a la localidad de Joaquín Suárez o una actividad extractiva 
que va a crecer hacia la bodega. Ahí, señora Ministra, se le va a plantear el mismo conflicto que a mí 
entre la minería y el turismo, y tendrá que resolverlo. Creo que va a actuar mejor que yo: ir a ver qué 
dice la directriz del departamento de Canelones y nos puede anticipar qué va a hacer. Sin ánimo de 
prejuzgar, estoy adelantando cuál es mi opinión. 


SEÑORA MINISTRA.- En primera instancia, quiero aclarar a la señora Senadora que el número de 
puestos de trabajo no lo tengo. Esto fue algo que surgió a raíz de la puesta de manifiesto y de la 
audiencia pública. O sea, se comprobó que la percepción positiva de la población podía ser la 
obtención de puestos de trabajo. No tengo ese dato, pero podemos profundizar en él y acercárselo. 
Esto depende mucho del tipo de extracción, de cómo funcionan las trituradoras. Esos son los 
conocimientos que tengo con respecto a las canteras en general. No creo que sea un tipo de industria 
que emplee a unas 500 personas, aunque seguramente habrá cierta cantidad de empleados que son 
los que se van a ocupar de realizar las voladuras, de triturar la tierra, de manejar la maquinaria y 
transportar el material. De todos modos, si bien no tengo la cifra, se podría llegar a conseguir. Lo que 
puedo decir es que se trata de un elemento obtenido de la propia población de Joaquín Suárez. 


Con respecto a la Ley de Ordenamiento Territorial me gustaría que el arquitecto Schelotto, 
que es quien conoce en profundidad el tema, hiciera uso de la palabra. Debo decir que, con los 
conocimientos que tengo sobre la ley, estoy de acuerdo con muchas de las cosas que aquí se han 
manifestado. Indudablemente, cuando se presenta un proyecto el Ministerio y la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente lo tienen que tratar en forma objetiva y no puede adelantar conclusiones porque 
tendríamos a los abogados golpeándonos la puerta. Por tanto, seguimos los trámites y este viene 
llevando dos años. Se le está exigiendo mucho a esta empresa y todavía no se sabe cuál será el final. 
Creo que el tema se está llevando adelante con mucho cuidado —como dije, es un proceso que lleva 
dos años— y se le está exigiendo a la empresa todos los elementos necesarios para que la misma no 
trate ligeramente la situación. Como es obvio, esto no se puede rechazar de un principio, hay que 
seguir los trámites correspondientes para cualquier industria que presenta su solicitud medioambiental. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Escuché atentamente las consultas, así como la intervención de la señora 
Ministra y me gustaría explicar algunos temas que son preocupaciones comunes. Más allá de que en 
este momento estamos compareciendo en representación del Ministerio, en lo personal coincido con 
las preocupaciones expresadas por los señores Senadores Agazzi y Bordaberry y por la señora 
Senadora Aviaga. 


Me gustaría decir que, efectivamente, vamos cronológicamente del presente hacia el pasado. 
El ordenamiento territorial adquiere tardíamente un carácter constitucional al aprobarse la llamada 
reforma constitucional del agua, que se incorporó en el artículo 47. Ese es el único artículo de la 
Constitución en que se hace referencia al ordenamiento territorial. Por su parte, la Ley N* 18.308 
del año 2008, es una ley muy completa que habla del ordenamiento territorial y del desarrollo 
sostenible, como dos conceptos que no son escindibles, es decir que están íntimamente vinculados. 
Es una ley hija de su tiempo porque surgió en un período en que el país —pero también el mundo y el 
estado del arte— volvía a confiar en los aspectos de planificación, de anticipación, de programación de 
los procesos de desarrollo y de gestión sostenible de los recursos naturales y culturales. Podemos 
decir que se trata de una ley que prevé una serie de instrumentos de los que luego hablaremos. Por su 
parte, la ley de evaluación del impacto ambiental del año 1994 —una ley también hija de su tiempo— es 
muy importante y valiosa, aunque creo que el Director Nacional de Medio Ambiente puede extenderse 
más sobre ella. Como decía, esta última es una ley, fundamentalmente, de carácter reactivo, es decir 
que opera ante una iniciativa pública o privada que presenta un proyecto. Ante ese hecho se evalúan la 
pertinencia, las condiciones, el manejo de ese proyecto y su afectación con el medio biótico y con el 
medio social. No es una evaluación sencilla y dependiendo del tipo de proyectos existen evaluaciones 
altamente sofisticadas, que requieren estudios técnicos muy profundos. Es por eso que esta 
tramitación lleva dos años y está aún viva, porque se están requiriendo nuevos estudios y nuevos 
informes. Pero, como digo, es reactivo, pues hay alguien que presenta una propuesta y es el Estado el 
que la evalúa y considera cuáles son las condiciones para aprobarla o no y, en caso de aprobarla, con 
qué medidas mitigatorias u otros elementos es posible admitir ese proyecto: puede ser de naturaleza 
industrial, turístico, minero, portuario, etcétera. En ese sentido, en el año 2005 —creo que también fue 
un hecho muy positivo- se actualizó por vía de decreto reglamentario la reglamentación de esta ley 
precisando aún más qué tipos de emprendimientos y qué categorías iban a tener el tratamiento de 
evaluación de impacto. En cambio, la Ley de Ordenamiento Territorial busca una visión prospectiva, 
proactiva, una planificación del territorio a futuro, buscando ordenar las actividades y, también, 
contemplando un desarrollo sostenible. 


Centrándonos en la ley, que era lo que planteaba la señora Senadora Aviaga, uno de sus 
principios rectores es la descentralización. Las competencias fundamentales en materia de 


ordenamiento territorial están radicadas en los Gobiernos Departamentales concebidos en su 
integralidad, es decir, el Intendente actuando junto a la Junta Departamental. Ningún instrumento tiene 
validez si no es aprobado por la Junta Departamental. ¿Cómo interviene nuestro Ministerio en estos 
casos de instrumentos con alcance departamental? Interviene por dos vías. Por un lado, se emite un 
informe de correspondencia, que es competencia de nuestra Dirección. Las Intendencias nos remiten 
toda la documentación y nuestros técnicos la estudian —hay un equipo interdisciplinario que lo 
analiza— y verifican que esté conforme a la Ley de Ordenamiento Territorial, y en el caso de no existir 
esa adecuación se sugieren algunas modificaciones o ajustes a los efectos de que se pueda 
perfeccionar el instrumento, mientras que la Dirección Nacional de Medio Ambiente lo que hace es 
aprobar la evaluación ambiental estratégica, que también es una de las grandes innovaciones de la ley 
y, en mi criterio, es un concepto superador, incluso de la evaluación de impacto ambiental, que es 
puntual, relativo a un emprendimiento en concreto. La evaluación ambiental estratégica es una 
evaluación ambiental integrada. 


¿Cuáles son los instrumentos de rango departamental? Estos instrumentos comienzan a ser 
desarrollados a partir del año 2008. Es por eso que cuando el señor Senador Bordaberry fue Ministro y 
se enfrentaba con esos dilemas, o sea, qué cosas autorizar o darles curso y qué cosas desestimular, 
no existían muchos elementos, ni muchos instrumentos jurídicos de tipo operativo para poder 
manejarse. Hoy en día, si mal no recuerdo —puedo estar equivocado—, creo que ya existen once o doce 
departamentos —estamos en ese orden— que tienen aprobadas sus directrices departamentales de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible conforme a la ley. ¿Qué son las directrices? 
Instrumentos de alcance departamental; cubren todo el territorio departamental y establecen grandes 
lineamientos. Es un poco lo que recordaba en su lectura el señor Senador Bordaberry. 
Complementariamente, muchos departamentos también utilizan las directrices para clasificar el suelo 
del departamento, como es el caso de Maldonado, Montevideo y otros departamentos, incluyendo 
Canelones. El suelo se clasifica en forma primaria en tres tipos de grandes zonas: suelo urbano, suelo 
rural y suelo suburbano. A su vez, se pueden establecer zonas con atributos de potencialmente 
transformables: de rural a suburbano y de suburbano a urbano. En ese sentido, este instrumento fue 
elaborado por el Gobierno Departamental, aprobado por la Junta Departamental, y no mereció 
observación de Dinama ni de Dinot, estando plenamente vigente y habiendo sido clasificado el suelo 
en ese marco. 


Hay otros instrumentos. Justamente ese ordenamiento lo aplican en detalle a determinados 
territorios y en esto debo decir que el Gobierno Departamental de Canelones en los últimos diez años 
ha sido muy prolífico, de los más activos en la producción de esos instrumentos. Hay que tener en 
cuenta la gran complejidad que muestra el territorio de ese departamento, ya que hoy está dividido en 
30 municipios y tiene una enorme cantidad de centros poblados y de áreas rurales, con diferentes tipos 
de usos. Tiene la zona próxima a la localidad de Joaquín Suárez, pero además tiene siete 
microrregiones caracterizadas de diferente manera, con distintos perfiles y vocaciones desde el punto 
de vista productivo, habitacional, paisajístico, etcétera. 


Por otro lado, la Intendencia de Canelones ha producido un alto número de planes locales, 
que son los instrumentos de ordenación detallada del territorio. El primero de ellos fue el Costa Plan, 
de Ciudad de la Costa, pero también ha aprobado planes en la ciudad de Canelones, en las ciudades 
de La Paz, Las Piedras y Progreso y en muchos otros lugares. Asimismo, ha continuado desarrollando 
su planificación detallada, aunque no ha llegado a la localidad de Joaquín Suárez. 


En definitiva, los instrumentos vigentes hoy en día a nivel departamental son las directrices 
que, repito, responden a un orden muy genérico. En ese orden genérico, el suelo rural es el que admite 
la actividad extractiva, en términos generales, más allá de que el suelo rural puede admitir 
subclasificaciones, al igual que el urbano. La Intendencia podría hacer —y de hecho así ha sido- 
subclasificaciones del suelo rural, como por ejemplo, rural natural, rural productivo, rural productivo y 
de servicios, con una serie de especificaciones más detalladas de esa expresión territorial de las 
actividades humanas. 


Además de los instrumentos de orden departamental, existe otro tipo de instrumentos de 
orden regional y de orden nacional. Los de orden regional —precisamente en esta zona hay uno 
aprobado y vigente, elaborado en el período anterior— son las estrategias regionales. El país cuenta 
con aprobación de dos instrumentos de este tipo: las estrategias regionales metropolitanas de 


ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, que abarcan a los departamentos de San José, 
Canelones y Montevideo, y las de la región este, que comprenden a los departamentos de Lavalleja, 
Maldonado, Rocha y Treinta y Tres. Estas estrategias, lógicamente, son mucho más genéricas, 
orientadoras, pero también dicen cosas; tal como señaló el señor Senador Bordaberry con respecto a 
Canelones, estas estrategias buscan orientar en términos generales, conceptuales, la localización de 
ciertas actividades. 


Por último, tenemos los instrumentos nacionales, de los cuales no hay ningún caso 
aprobado. De estos se presentaron en la legislatura anterior dos proyectos, la directriz nacional del 
espacio costero y las directrices nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. La 
primera recibió aprobación en la Cámara de Representantes, y la segunda vio su trámite detenido en la 
comisión del Senado, pero confiamos en que en este nuevo período legislativo sean retomados ambos 
proyectos. En estas directrices hay especificaciones de orden mucho más genérico, pero que 
introducen conceptos bastante pertinentes con respecto a la determinación de áreas de actividades 
preferentes, incluso, dentro del suelo rural. ¿Adónde quiero llegar con esto? El ordenamiento detallado 
del territorio es objeto de los planes locales y, en este caso, no tenemos por parte de la Intendencia de 
Canelones una cobertura total del territorio, ya que esa es una tarea para realizar en muchos años de 
trabajo y de desarrollo de capacidades técnicas. Pero sí podemos entender que la Intendencia es un 
actor privilegiado en cuanto a la visión del territorio, por su característica de gobierno de cercanía, tal 
como planteaba el señor Senador Agazzi, con respecto al tercer nivel de gobierno. El municipio de 
Suárez también es un elemento de vinculación entre el ordenamiento genérico del territorio y la 
realidad específica de cada territorio en particular. En ese sentido, nos parece que la opinión, tanto del 
municipio como de la Intendencia, más allá de la existencia o no de un instrumento específico, es una 
opinión a tener en cuenta. Nos consta que la Intendencia remitió un oficio a la Dinama —que está 
incluido dentro del expediente—- expresando una opinión crítica con respecto a la viabilidad del 
emprendimiento. Parece que es un elemento importante a tener en cuenta. 


En cuanto a la actuación de la Dinot, cabe destacar que nosotros somos asesores de la 
Dinama en el sustanciamiento del expediente, no intervenimos ni respondemos a los privados, sino que 
Dinama nos requiere un dictamen de viabilidad territorial cuando no existe un instrumento. En este 
caso, se informa que este instrumento existe, que el suelo está calificado como rural y que el 
instrumento, en términos muy generales, admitiría este tipo de actividades pero, por supuesto, la 
evaluación tiene que ser específica y puntual de cada emprendimiento en concreto. 


Finalmente, quiero comentar a los señores Senadores que este tema de los conflictos 
generados por las actividades extractivas en los departamentos de la región metropolitana no es un 
tema que haya sido detectado recientemente, sino que tiene una larga historia. Por este motivo, el 
Poder Ejecutivo, en coordinación con los departamentos de San José, Canelones y Montevideo, está 
trabajando en una Comisión específica —que ya viene del Período anterior y continúa con su 
funcionamiento—, a los efectos de construir un nuevo instrumento de estrategias metropolitanas de 
ordenamiento de las actividades extractivas. Si bien tenemos esta situación conflictiva aquí, también 
tenemos una no menos conflictiva en Ciudad del Plata, en todo lo que tiene que ver con las areneras y 
su relación con las áreas urbanizadas y las Áreas Naturales Protegidas como, justamente, los 
humedales del río Santa Lucía. Lo mismo sucede en toda la zona de La Paz, Las Piedras y Progreso, 
en donde hay una serie de canteras —algunas activas y otras inactivas—, pero muy próximas a zonas 
urbanizadas, a viñedos, a áreas de gran valor y atractivo productivo y turístico. Estamos trabajando en 
esto y, probablemente, sea una tarea ardua porque requiere de una serie de consensos a nivel de los 
distintos Ministerios con las tres Intendencias departamentales. 


SEÑOR NARIO.- Complementando la pregunta del señor Senador Bordaberry con respecto a la fase 
de comunicación del proyecto, el rol de la Intendencia y el ordenamiento territorial, quiero decir que, 
efectivamente, el nuevo decreto reglamentario establece la necesidad de que el proponente comunique 
a la Intendencia y hay una fase de comunicación del proyecto donde la Intendencia se puede expedir. 
El reglamento no establece una relación vinculante, pero en la práctica lo que sí hace la Dinama 
cuando hay un cuestionamiento a la localización, en función de un ordenamiento territorial, es tomarlo 
como de recibo. Además, nosotros en la Dinama incluimos  -—tal como expresaba el arquitecto 
Schelotto- una consulta a Dinot, que no está contemplada en el reglamento; la Dinama no tendría por 
qué requerir formalmente una consulta a Dinot. Reitero que lo que nosotros hacemos —hay muchos 
casos que así lo permiten justificar- es que cuando Dinot informa que el establecimiento es contrario a 


algún ordenamiento territorial se da vista al proponente para ver sus descargos. Obviamente, en 
general, termina siendo de recibo la opinión de Dinot, que es quien tiene su «expertise» específica en 
el tema, pero como decía el señor Senador, tampoco se puede no dar vista al proponente para que 
genere sus descargos. Este es el procedimiento, y la visión del ordenamiento territorial en el 
procedimiento ambiental tiene esa primera fase que es ver si la localización es adecuada o no, y una 
segunda que sería algo así como decir: «Si se puede localizar acá, evaluemos los aspectos 
ambientales». Esto es para que entiendan la interacción, la relación, cómo es el procedimiento 
administrativo y cómo desde el Ministerio se trabaja en la articulación entre todas las direcciones. Por 
ejemplo, cuando hay temas específicos relacionados con el uso del agua también consultamos al 
Director de Dinagua. Esta es la manera en que la señora Ministra nos mandó trabajar y creo que es 
muy válida y nos da mucha fortaleza a la hora de responder coordinadamente. Esa sería la secuencia 
de interacción que hay con la Dinama. Como decía el arquitecto Schelotto, la evaluación ambiental 
estratégica es una herramienta muy importante porque nos permite levantar la mira y evaluar 
cuestiones más generales y no caso a caso, que muchas veces nos impide ver todo el proceso. 


SEÑORA AVIAGA..- Es un gusto poder escucharlos. Sé que están comenzando la gestión y deseo que 
podamos llegar a buen puerto con su trabajo, que se puedan evacuar nuestras inquietudes y que sea 
para el bien de la gente. 


Todavía me sigue sonando eso de que las directrices departamentales -y lo celebro— sean 
las que terminen decidiendo lo que se hace en el territorio, pero deberían tener instrumentos 
específicos que brindaran fortalezas a la hora de la toma de decisiones. A mí me gustaría saber si la 
Dinama —que supuestamente debería estar en contacto con la Intendencia de Canelones para saber si 
los instrumentos que tienen son los adecuados para este proyecto— sabe que tiene el instrumento de la 
evaluación ambiental estratégica dentro de las directrices departamentales, porque es algo muy 
importante. El señor Presidente de la Comisión decía que las directrices están referidas a la materia del 
cuidado ambiental, etcétera, pero es necesario contar con instrumentos claros y específicos que están 
contemplados en el proyecto de ley y que se tienen que integrar a las distintas directrices nacionales, 
regionales, departamentales y locales. 


SEÑOR DE LEÓN.- Buenas tardes. Quisiera agradecerles la presentación que están haciendo con 
relación a este tema, luego haré algunos comentarios y finalmente una pregunta. 


Estoy de acuerdo con lo que señalaba el arquitecto Schelotto en cuanto al avance que 
hemos tenido con respecto al ordenamiento territorial, pero también hay que decir que no es un freno 
para lo que se pueda lograr desde el punto de vista de las evaluaciones ambientales. No podemos 
pensar que una cosa es un freno para la otra, sino que son complementarias. Creo que lo importante 
del ordenamiento territorial es estar por delante y no ser reactivo, como decía el arquitecto Schelotto, 
frente a las propuestas de inversiones tanto público-privada o privada-público que se quieran 
desarrollar en el país. 


En mi opinión Canelones es un departamento muy complejo, quizás el más complejo del 
país. El señor Senador Agazzi me podrá ayudar, pero de las actividades del sector agropecuario, con 
excepción del arroz y la caña de azúcar, las restantes se desarrollan en el departamento de Canelones, 
a eso debemos sumar el turismo, actividades industriales y de otro tipo. 


Lo primero que hay que decir es que se está trabajando de manera correcta. La presencia de 
los vecinos en la Comisión generó mucha sensibilidad y una preocupación muy grande por los 
antecedentes que hay en la zona y por la nueva situación existente desde el punto de vista de la 
concentración poblacional con respecto a lo que pasaba hace muchos años cuando se explotaba esa 
cantera. Se trata de una preocupación lógica, pero creo que el Uruguay cuenta con herramientas 
mejores a la hora de evaluar este proyecto de ley. 


Quiero quedarme con el concepto de que tenemos que trabajar para que el tema ambiental no 
se vea como algo que tiene que aparecer a partir de la inversión de turno, porque para que un país 
camine hacia el desarrollo debe haber una planificación ambiental. El ordenamiento territorial es parte 
de toda esa planificación que debemos tener, pero creo que todavía se debe avanzar con relación a 
eso. Creo que no debemos verlo como que una cosa frena a la otra, sino como que todo apunta al 


desarrollo humano y al desarrollo del país. Más allá de que existen los mecanismos formales de 
comunicación con la empresa y con la población vinculada a ese emprendimiento, me gustaría saber 
cómo definirían la situación actual y cuáles serían los tiempos del Estado para llegar a una decisión 
sobre este tema. 


SEÑORA XAVIER.- Muy buenas tardes a todas y a todos. Agradezco a la señora ministra y a su equipo 
por estar presentes aquí. 


Por mi parte quiero hacer una reflexión genérica —no específica de este emprendimiento— y 
tiene que ver con cómo nos plantamos desde los diferentes lugares de decisión —el Poder Ejecutivo, el 
Parlamento y, también, la sociedad civil- para reflexionar acerca de la necesidad de diversificación de 
nuestra matriz productiva, así como de contar con espacios que nos den garantías a todos para que las 
cuestiones se puedan emprender dentro del marco de la ley y de la protección de la sociedad que debe 
vivir en un territorio. 


En general, ninguno de nosotros quiere que al frente, al fondo o al costado exista un 
emprendimiento y aclaro que con esto no minimizo la situación de la cantera de Suárez, porque no 
estoy haciendo una referencia específica a ese tema. Esta es su primera comparecencia, pero quiero 
decir que siempre me ha preocupado el tema de encontrar los canales adecuados. En este sentido, la 
primera pregunta que quiero hacer es si las leyes que tenemos, esto es, las herramientas legales, son 
suficientes o habría que modificar alguna. La experiencia ha mostrado que podemos tener una 
previsión mayor o espacios de consulta dispuestos de mejor forma. Por suerte, la sociedad conoce 
más sobre la necesidad del cuidado del ambiente y creo que al iniciar una nueva legislatura debemos 
tener algunas cosas claras. Más allá de las dos directrices que no se votaron en el período anterior — 
que sé que es una gran deuda que tiene el Parlamento, porque estaba claro que debíamos avanzar en 
ese sentido—, la pregunta concreta es si sobre cuestiones similares a las que hoy nos plantean los 
vecinos de Suárez, podemos anticiparnos un poco más con la normativa existente. 


La segunda consulta consiste en saber si en este caso en particular tenemos un programa de 
gestión social, es decir, algo que nos permita canalizar, en la medida en que se vaya desarrollando — 
como una comisión de seguimiento—, donde haya espacio para los ciudadanos y facilidades para la 
denuncia o el aporte de los ciudadanos. 


En síntesis, hice dos preguntas: una genérica y otra concreta. 


SEÑORA MINISTRA.- En forma general, pero teniendo en cuenta este proyecto en particular, quiero 
decir que la preocupación del ministerio y de esta administración —que ha sido conversada con el 
Presidente de la república y fue establecida de varias formas—, es que el cuidado del medioambiente y 
del agua es una prioridad en este período y lo estamos manejando hasta en el sentido presupuestal. 


Con respecto a la carencia de normativa, a la reglamentación o a nuevas leyes que podamos 
necesitar, efectivamente, creo que es real. Más allá de que no resulta fácil a poco tiempo de asumir 
trabajar en estos temas, se está tratando de hacer para lograr mayor fuerza en ellos. 


Es claro que el Uruguay a nivel de la región puede ser líder en la materia; es más, en él se 
puede poner bajo control estos problemas, así como mitigar los temas medioambientales, obviamente, 
tendiendo a que tenga un desarrollo sostenible. La idea es que el Uruguay sea líder en la mitigación del 
cambio climático y en el cuidado, tanto del medioambiente como de nuestros recursos finitos —como es 
el agua, entre otros—, sin que ello impida el desarrollo del país. Ese desarrollo debe tener un 
fundamento crucial de cuidado del medioambiente. 


Creo que es importante saber dónde estamos parados con respecto a este proyecto de ley. 
Más allá de que el Director Nacional de Medio Ambiente lo exprese mejor, quiero decir que hay una 
realidad. El 27 de mayo la empresa respondió a una serie de cosas que, a nuestro juicio, no son 
satisfactorias —aclaro que ello fue analizado antes de venir a informar sobre el tema-— por lo que, 
obviamente, se pedirá nueva información. Esto forma parte del sistema de seguir avanzando en el 
tema, con el fin de que la empresa cumpla con la mitigación de lo que podría afectar. 


Insisto: estamos hablando del área que está afectando, de la bodega y de las vías de entrada 
y salida de materiales; en fin, de cosas bien claras que, desde el punto de vista legal son 
perfectamente lógicas para que la Dinama actúe. Debemos tener mucho cuidado para evitar 
responsabilidades por futuras acciones legales que puedan existir en el emprendimiento. 


Por lo tanto, consideramos que estamos llevando las cosas por el camino correcto, dentro de 
la ley y con las máximas exigencias, porque somos conscientes de que esto podría afectar 
tremendamente a la zona. 


Si los señores Senadores lo permiten, me gustaría que haga uso de la palabra el Director 
Nacional de Medio Ambiente, ingeniero químico Alejandro Nario. 


SEÑOR NARIO.- Muchas gracias. 


Respondiendo en parte a la inquietud de la señora Senadora Aviaga, quiero decir que el 
proceso de evaluación contempló la situación y el contexto en el que se encuentra el proyecto, tanto a 
nivel de la clasificación —-de acuerdo con el literal C, que es el más exigente, pues incluye la audiencia 
pública— como del procedimiento que se hizo posteriormente a la audiencia, poniendo de manifiesto 
todas las consultas allí realizadas. De esta forma, todos los vecinos podían seguir a través de la página 
web sobre lo que en esa instancia se consultó. 


Esa exigencia que describió la señora Ministra con respecto a los puntos está enmarcada en 
la necesidad de dar, a quienes obviamente ven la instalación del proyecto como algo conflictivo, todas 
las garantías de que se ha cumplido con el análisis técnico y la rigurosidad que se ha pedido en cada 
uno de los ítems, incluso, con la de exigir la norma más fuerte para la trasmisión de vibraciones. Aclaro 
que todo se ha hecho para dar garantías a la bodega, siempre sobre la base de no afectación del resto 
de las actividades. O sea que tanto la bodega como el resto de las actividades que se desarrollan en la 
zona, pueden continuar haciéndolo. 


Como bien señaló la señora Ministra al comienzo, se planteó una serie de requerimientos 
con respecto al transporte y al tipo de tecnología a emplear. Obviamente que la tecnología de voladura 
actual difiere mucho de la de accidente, aunque es claro que hay tecnología que permite operar este 
tipo de canteras con una gran seguridad y hay diversas medidas de mitigación que posibilitan una 
gestión relativamente adecuada. Ahora bien, debo decir que nosotros consultamos a la empresa sobre 
todos estos ítems y no recibimos respuestas concretas. Esta es la situación actual. Nosotros vamos a 
evaluar la situación y lo más probable es que conminemos a la empresa a que en el plazo que los 
técnicos estimen razonable presente esa información. Y si no lo hace, va a haber que tomar una 
resolución administrativa. Muchas veces se achaca a la Administración la extensión de los plazos, 
porque se mira cuándo ingresó el expediente y cuánto tiempo lleva, pero hay que tener en cuenta 
también cuánto tiempo pasa entre que se pide la información, llega la respuesta y no es completa, se 
vuelve a pedir, etcétera. Ese ida y vuelta en algún momento hay que cortarlo. Y creo que estamos 
llegando a esa situación en la que la empresa debe presentar la información en las condiciones que 
nosotros, como Administración, le pedimos para poder hacer esa evaluación. De lo contrario, el 
proyecto va a tener que ser archivado, con el mecanismo legal que existe, que, como bien explicaba la 
señora Ministra, sería el rechazo al proyecto, no por tener una componente ambiental negativa 
significativa, sino porque la Administración no tuvo los elementos necesarios para poder evaluar ese 
tema. Quería hacer esta aclaración para que los señores Senadores tengan bien claro en qué estamos 
en el procedimiento administrativo. 


Sobre el tema más general que plantean varios señores Senadores respecto a la dimensión 
social del análisis y, sobre todo, los mecanismos de participación, estamos trabajando en la Dinama 
con una licenciada en Sociología en ver cómo modificar ese procedimiento de puesta de manifiesto y 
audiencia pública, porque nos ha pasado mucho que la gente ve esas audiencias públicas como 
asambleas en las que hay que votar, por lo que se generan tensiones y muchas veces un conflicto local 
entre quienes están a favor y quienes están en contra. Entonces, la no comprensión y muchas veces la 
falta de información terminan derivando en un conflicto tipo Peñarol y Nacional que no ayuda a la 
evaluación del proyecto ni a solucionar el conflicto social. De manera que estamos evaluando nuevos 
mecanismos de participación social para cambiar esa situación y brindar información en épocas 


tempranas. Por ejemplo, estamos elaborando una guía de proyectos eólicos, de manera de encuadrar 
ese tipo de proyectos y generar una mayor agilidad en la Administración, que ya incorpora, en etapas 
tempranas, la información sobre el proyecto. La idea es que cuando el proponente vaya y haga la 
encuesta, no suceda, como ocurre hoy en día, que la mayoría diga que no tiene una opinión porque no 
tiene información. Entonces, el objetivo es que haya en primer lugar un proceso de información para 
que después la gente pueda opinar sobre el tema. 


Cuando se pensó —como decía el señor Senador, fruto de su época- el proyecto de 
evaluación de impacto, no tenía esta dimensión social que hoy se requiere. Esto se debe, en primer 
lugar, a que ya no hay espacios en el Uruguay donde no haya gente, como antes sucedía. Este es uno 
de los aspectos que estamos viendo con el señor Director. Hay que pensar en la ruralidad, que hoy en 
día no es la de antes, que era solo agropecuaria. Hoy hay gente ahí, y esto nos genera todo un cambio 
en cómo se piensan muchas de esas situaciones. Obviamente, creo que estas cosas son evolutivas y 
siempre hay para trabajar y para mejorar, tanto desde el punto de vista legislativo como nosotros 
internamente. Ese es parte de nuestro desafío de gestión. 


SEÑORA AVIAGA.- Sobre el tema específico de las audiencias y las puestas de manifiesto, no sé qué 
experiencia tienen ustedes y qué evaluación han hecho. Me gustaría saber si tienen algún tipo de 
estadística acerca de la participación de la gente en estos instrumentos. Por lo menos en nuestro 
departamento, la experiencia que tenemos de las puestas de manifiesto y las audiencias públicas es 
todo lo contrario. Hay un gran problema en la comunicación, porque la gente no tiene ni idea de qué es 
una puesta de manifiesto. Es decir que no lee los documentos ni hace observaciones porque no sabe 
de qué se trata. Incluso, muchas veces las audiencias están desiertas porque las convocan de un día 
para el otro y la gente del lugar, del pueblo o de la zona ni se entera. Esa es una problemática que sé 
que se da en diversos lugares, incluso en Lavalleja. 


Me gustaría saber en qué estudios se basan y qué estadísticas de participación popular tienen 
en estas instancias. 


SEÑORA MINISTRA.- Aclaro que en este momento no tenemos las estadísticas. 


Se han hecho muchísimas audiencias públicas por temas medioambientales. Estoy hablando 
del período pasado y de las que conozco estando fuera del Ministerio, naturalmente. Más que nada hay 
temas que convocan muchísima gente y otros hacia los cuales esta es indiferente. Quizás donde 
tenemos que aplicar la sociología es en la convocatoria y en la información. Ahí es donde vamos a 
trabajar más a corto plazo. 


Por otro lado, si tuviera números, podría darles datos sobre lo que han sido las audiencias 
públicas por el puente Garzón y Cabo Polonio, pues alcanzan a más gente. Algunas han sido muy 
violentas, no sé si del tenor de la violencia del estadio, pero en definitiva se vuelven a veces 
excesivamente agresivas. Insisto en que si nosotros logramos una buena información, quizás resulten 
más útiles como pretende la ley. Hoy no podemos llegar más lejos, sin perjuicio de que podemos 
buscar la información estadística de lo que ha pasado en los últimos años y hacerla llegar a la 
comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si a la Comisión le parece bien, pasaríamos a los otros temas, a no ser que la 
señora Ministra prefiera fijar otro día para continuar. 


SEÑORA MINISTRA.- No tenemos ningún problema en seguir; ustedes marcan la agenda. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces seguimos adelante. 
SEÑORA MINISTRA.- Iba a pasar al proyecto relativo a las bolsas plásticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señora Ministra, voy a hacer un repaso de todos los proyectos 
que hemos enviado —puede ser que no tenga alguno aquí-: el de las bolsas plásticas; el del 


comisionado parlamentario; el de la moratoria —no la prohibición— del fracking; el de bonos verdes y 
uno que modifica una norma para las zonas turísticas sobre la extensión de los predios. Se recordará 
que una vieja ley de 1945 establece que los predios rurales deben tener una extensión mínima de 
cinco hectáreas, menos en los departamentos de Canelones y de Montevideo. Obviamente, en las 
zonas turísticas hoy se está dando un desarrollo muy amigable con el medioambiente: las chacras 
marítimas en las zonas de Carmelo, Colonia, Maldonado, Rocha, etcétera. Entonces, se trata de 
adecuar esa norma que existe para Montevideo y Canelones a las zonas turísticas que se determinen 
de acuerdo con la Constitución. Es una potestad de la Asamblea General determinarlo. 


Esos son todos los proyectos. 
SEÑORA MINISTRA.- Tengo todos menos el último. 
SEÑOR AGAZZ!.- Los integrantes de la Comisión tampoco lo tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a pedir una rectificación de trámite de este último y de otro, porque el de 
los bonos verdes fue derivado a la Comisión de Hacienda. Desconozco el motivo. 


SEÑORA MINISTRA.- Empiezo por el tema de las bolsas plásticas. Tengo un informe muy largo con 
los antecedentes. O sea que además se comienza con el Plan de Acción Estratégico para una Gestión 
Sustentable de las Bolsas Plásticas que es de 2009. 


Podemos decir que esto viene de larga data. También tengo un informe de 2007, por tanto, 
podemos decir que es todo un tema lo referente al plan de acción estratégico para resolver el uso las 
bolsas plásticas. Luego voy a pedir que haga uso de la palabra el señor Nario porque nos va a poder 
informar más al respecto. 


He llegado a la conclusión de que el tema de las bolsas plásticas —no las bolsas 
denominadas «camisetas» que son las que se dan en los supermercados— no tienen la gravedad que 
se cree cuando uno analiza lo que está ocurriendo y lo pasa a números. En el año 2008 había 
1.400:000.000 de bolsas de las cuales 800:000.000 correspondían a las bolsas «camisetas» que son a 
las que casi siempre ha apuntado el control. Reitero que el consumo total de bolsas plásticas era de 
1.400:000.000, de los cuales 800:000.000 correspondían a las bolsas que se usan en los 
supermercados que son a las que, en general, se ha apuntado mediante leyes y la reglamentación. 
Esto lo pongo como ejemplo para que veamos que debemos trabajar más en esto. 


Las bolsas de supermercado representan unas 4.560 toneladas anuales de polietileno. Si 
tomamos en cuenta la declaración de envases no retornables puestos en el mercado de consumo, 
podemos decir que en el año 2013 se pusieron en el mercado 295.000 toneladas de envases primarios 
no retornables. Lo que les estoy planteando es la problemática que estamos analizando. Insisto en que 
esto representa los envases primarios que contienen los productos que pueden ser papel, cartón, 
vidrio, metal, o sea todos los materiales plásticos utilizados en envases rígidos o flexibles que, en total, 
implican unas 50.000 toneladas de polietileno. Para contrastar el valor absoluto vale la pena 
compararlo con el total de residuos urbanos que reingresan a la disposición final en el país, siendo el 
valor aproximado de 1:100.000 toneladas anuales. Aquí tengo la evolución de los indicadores y puedo 
decir que es positiva. Si les parece, les podemos enviar los datos por correo electrónico. Dicha 
información muestra la evolución en el consumo en los supermercados y la baja en el uso de las bolsas 
de polietileno. Estos datos se sacaron de los supermercados Géant, Devoto, Disco, Tienda Inglesa y El 
Dorado, es decir, las áreas de mayor superficie en el país. No se integran otras cadenas porque no 
tenemos los datos. Lo que debemos tener en cuenta es que ha habido un descenso en la cantidad de 
bolsas entre el año 2011 y el año 2013; esos son los últimos datos que tenemos. Esto se debe a una 
especie de concientización de los dueños de los supermercados —además, la ley los fue acorralando 
un poco- y de los usuarios que comienzan a utilizar menos esas bolsas. Desde el punto de vista de la 
política que considero tenemos que analizar, hay que involucrar acá a los importadores de las materias 
primas —para fabricar las bolsas—, a los fabricantes, a los recicladores, a los clasificadores, a las 
Intendencias y a los organismos de control, como es el caso del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 


Territorial y Medio Ambiente. Acá hicimos un análisis de este proyecto de ley que presentó el señor 
Presidente de la Comisión, y al respecto quiero decir que o lo acercamos o lo explicamos rápidamente. 


El artículo 1% establece un plazo de tres años para la prohibición de fabricar, importar y 
comercializar bolsas de plástico con destino a su uso para la expedición o transporte de objetos por el 
consumidor final. Acá queríamos sugerir que se agregara a la prohibición de la entrega, a cualquier 
título, a las actividades mencionadas porque, si no, quedan determinadas solo para los 
supermercados, quedando fuera toda una serie de envases que no van al destinatario final. Quizás 
convendría ampliar el primer artículo para hacerlo un poco más abarcativo. Y considero que también 
habría que establecer el concepto de biodegradable y el tipo de ensayos, porque ahí nosotros nos 
vemos en la dificultad de que la ley nos tiene que definir exactamente eso para poder realizar los 
ensayos y controlarlo porque, de lo contrario, queda en una zona un poco gris. Quizás habría que 
hacer una consulta a la Universidad para que se determine bien qué queremos en relación con eso. 


Con respecto al artículo 2%, se hacen las mismas observaciones que para el primero: ajustar 
los parámetros admitidos para que no quede una zona gris, porque después es ahí donde el 
controlador se ve con problemas. 


En el artículo 3 se comete al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente la concientización pública y la prevención del impacto para el medioambiente de la utilización 
de bolsas plásticas y los beneficios de su sustitución por bolsas reutilizables o del uso de elementos 
biodegradables. Este artículo le transfiere a nuestro Ministerio la responsabilidad de la concientización 
pública. Esto nos preocupa por el costo significativo de establecer campañas que no son propias de 
dicho Ministerio. Entonces, quizás habría que ver de qué otra forma se puede hacer esta 
concientización sin que quede en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que de pronto no tiene las capacidades, o tendría que buscarse la presupuestación para 
este tipo de acciones. 


El artículo 4* establece un año para la entrada en vigor de la prohibición de utilizar bolsas 
para facturas, paquetes, lavandería, diarios y revistas. Acá se presenta el mismo problema: cómo 
controlamos esa prohibición. Obviamente, son los organismos del Estado los que deben hacerlo. El 
punto de control, que está en el intermediario que utiliza la bolsa plástica, es muy difícil de llevar a la 
práctica. O sea que habría que controlarlo donde nace el tema; ahí sería un poco más fácil. Creo que 
este asunto hay que estudiarlo un poquito. 


El artículo 5* dice: «La presente ley no será aplicable cuando por cuestiones de asepsia las 
bolsas de polietileno y todo otro material plástico convencional deban ser utilizadas para contener 
alimentos o insumos húmedos...». Aquí admite el uso por razones de asepsia. Parecería que aquí 
tiene sentido cuando aparece en el uso primario del envase. Primero, tenemos que definir claramente 
lo que es asepsia, si se utiliza una definición médica o cuál; hay que definir exactamente ese término. 
Volvemos a querer establecer y definir claramente estos parámetros. Hay que tener en cuenta que si 
nosotros en el artículo 1% prohibimos las bolsas para expedición o transporte de objetos por parte del 
consumidor final, acá lo estamos prohibiendo en el nacimiento. Entonces, el control de este artículo 
puede ser también difícil de realizar, por lo cual nosotros le pedimos que lo piensen. Considero que 
habría que ampliarlo un poquito más, o definirlo. Con respecto al artículo 6% no hay observaciones, ya 
que si bien hay un costo adicional para la Dinama por la fiscalización, pensamos que es lógico. 


El artículo 7% establece que la violación de esta ley es un acto de contaminación grave del 
medioambiente y, en ese sentido, creemos que es preciso definir qué significa el término grave y qué 
conlleva esa gravedad. Por esa razón, se sugiere sustituir este artículo o establecerlo con sanciones y 
multas de acuerdo con la norma ambiental ya existente, a fin de no dejarlo sin definir. 


El artículo 8%, por su parte, establece que todo comercio que entregue bolsas a sus clientes 
para el traslado de los artículos que haya adquirido tendrá que tener a la vista bolsas reutilizables. En 
otros países se ha determinado el cobro de las bolsas de polietileno y por eso, tal vez, resulte más 
lógico empezar a aplicar esa norma de a poco, porque podría generar problemas de alarma pública. La 
realidad es que los grandes supermercados ya tienen las bolsas reutilizables a la vista, por lo que 
cobrar las de polietileno tal vez tendría más fuerza. 


El artículo 9% establece que la Dinama tendrá un cronograma para sustituir gradualmente la 
entrega de bolsas biodegradables por las reutilizables —como las de papel- o por las compostables, por 
un período máximo de cinco años. En este caso surge una discordancia con el plazo que establece el 
artículo 1%, que es de tres años. Asimismo, se está sugiriendo una redacción más amplia del tipo de 
materiales degradables, ya que existen diferentes procesos productivos, desarrollos de materiales y 
hay que fundamentar la utilización de esos materiales mediante la realización de análisis del ciclo de 
vida de cada uno de ellos. Se menciona el término compostable pero no se define el alcance de lo que 
pretende involucrar, pero quizás haciendo alguna aclaración esto se resuelva. 


El artículo 10 declara de interés nacional los proyectos de inversión que tengan por objeto la 
reconversión de bolsas de plástico, etcétera. Al respecto, pensamos que es adecuado dar opciones 
para el sector fabricante y también es necesario aclarar si sólo comprende a quienes fabrican bolsas 
plásticas o cualquier industrial puede manejarse con estas normas, así como las opciones que se 
habilitan. 


Durante los estudios previos realizados para el plan de acción estratégico del año 2009 al que 
hacía referencia, en la Asociación Uruguaya de Industrias del Plástico había doce empresas abocadas 
a la fabricación de film y bolsas plásticas, las que contaban con 900 puestos de trabajo, 400 de los 
cuales estaban relacionados directamente con la fabricación de bolsas. Por consiguiente, creo que este 
proyecto habría que coordinarlo con los Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Economía y 
Finanzas, ya que de esa forma se podría elaborar una iniciativa más productiva. 


En definitiva, el resultado del modelo planteado es que se produce una sustitución de 
materiales de bolsas, pasando de bolsas biodegradables a reutilizables. En ese sentido, pensamos que 
es necesario hacer un proyecto más fuerte, que permita a los controladores tomar decisiones más 
claras. Este es el análisis que pudimos hacer de este proyecto que, por cierto, nos pareció un estudio 
llevado a cabo correctamente. Hoy tenemos en carpeta —para informar a los señores Senadores de 
esta Comisión- el borrador de la ley de residuos de la Comisión Técnica Asesora Ambiental; la ley de 
envases, que está en la Cámara de Industrias, y la delegación de la nueva Cámara de Gestión de 
Residuos, que ya tuvo una reunión con nosotros hace un mes y medio. Además, debemos establecer 
perfectamente las diferencias entre residuos urbanos, especiales, peligrosos y los hospitalarios, que 
tienen su propia ley, y están fuera de todo este tema. Obviamente, la posibilidad para trabajar juntos es 
perfecta en el sentido de poder dar un paso adelante en este tema. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece muy bueno que la delegación nos deje más referencias. Cuando el 
Presidente de la Comisión me señaló que tenía intenciones de plantear este tema pensé que esta es 
una Legislatura en la que tenemos que dar un salto —así se lo trasladé al Director de la Dinama en una 
ocasión anterior—, ya que hay que reconocer que la Ley N* 17.849 fue producto del momento en que se 
aprobó, terminó de ser aprobada en el año 2003 o 2004, pero comenzó a discutirse en el año 2002. 
Realmente, trabajamos muy bien con la Cámara de Industrias, pero a todo el mundo se le paraban los 
pelos de punta cuando decíamos que teníamos que hacer una modificación de esa naturaleza, porque 
más allá de la profundización de la crisis en la que vivíamos había que mejorar la sustentabilidad 
ambiental de todos los procesos. No tuvo un afán prohibicionista, en parte, por la realidad que se vivía, 
pero también porque se entendía que más bien era un criterio de regulación el que podía darnos 
resultado, por nuestra idiosincrasia y un poco por la referencia de otras normas legales de legislación 
comparada que en su momento fueron consultadas. Me parece muy buena la disposición, saber que 
vamos en un mismo sentido, y tendríamos que poder darle un espacio en el que los diferentes actores 
se sintieran convocados porque, sin duda, ninguna ley deja de ser una construcción social, ya que 
cuando se hace letra entre cuatro paredes termina siendo letra muerta. Me parece que vamos a tener 
una ardua labor con la discusión de este tema y si hay, por ejemplo, datos de lo que han sido los 
diferentes planes de gestión que se implementaron en algún momento, es bueno, no solo porque 
ustedes los van a utilizar, sino también para nosotros saber qué eficacia tuvo. Creo que hay una mayor 
educación de la sociedad, pero no hay en este momento una responsabilidad empresarial acorde a esa 
mayor madurez; no estimula, pueden estar mejor los materiales, pero sin duda no hay un estímulo a la 
mejor utilización de todos estos elementos. 


Tengo una diferencia con relación a algo que dijo la señora Ministra en el sentido de que no 
tenemos ni la competencia ni los rubros para las cuestiones educacionales. Creo que decidir política es 
comunicar y me parece que todos tenemos que poder hacer, en las decisiones que se toman, la mejor 


comunicación. Sé que todos los partidos que hemos estado en el gobierno, de los diferentes colores, 
siempre tenemos diferencias en las internas con relación a la cuestión comunicacional, pero me parece 
que no hay política, sobre todo cuando se trata de reeducar, que no tenga una adecuada comunicación 
para comprometer a los ciudadanos. 


SEÑORA MINISTRA.- Quiero aclarar que el fundamento es el artículo relativo a la responsabilidad que 
tiene que asumir el Ministerio con respecto a la educación y a la comunicación. En mi opinión, con esto 
no es suficiente, como ocurre con todos los temas medioambientales. 


Voy a referirme a un tema que ha estado en el tapete en los últimos meses y tiene que ver con 
el cuidado del agua bruta que se utiliza para agua potable tanto en la Laguna del Sauce, en el río 
Santa Lucía como en la Laguna del Cisne que son con las que cubrimos casi a 2:000.000 de personas. 
La educación y la comunicación son elementos muy importantes. La sanción y el apercibimiento 
también forman parte de una política para lograr que el ciudadano se concientice, por ejemplo, que no 
debe dejar abierta la canilla porque el recurso del agua es finito y el Uruguay no está acostumbrado a 
considerarlo así. Es decir, se dijo en el contexto de que la ley adjudicaba al Ministerio esa 
responsabilidad pero, a mi juicio, la responsabilidad en el tema medioambiental es de todos los 
elementos públicos y privados, y en el caso del agua en cierto modo también es así. 


El señor Senador Bordaberry hacía referencia a las chacras turísticas. Cuando estuve 
hablando sobre ese tema con el Ministro Aguerre, le pregunté si las chacras turísticas usaban 
agroquímicos y me contestó que si no lo hicieran no tendrían ese césped de color tan especial. 
Entonces, empezamos a ver las cosas con otra óptica y debemos lograr que el ciudadano sea 
consciente de cuándo está afectando el medio ambiente a través del uso que hace del agua o de un 
recurso cualquiera. En este sentido, debe quedar claro cuál es la función que le corresponde al 
Ministerio. Nosotros estamos analizando cómo se van a aplicar los apercibimientos, cómo se van a 
hacer las inspecciones, cómo se intima y cómo se multa. Naturalmente es mucho mejor convencer que 
sancionar. Es mucho mejor que el Ministerio brinde una facilidad a una industria, a una agroindustria o 
a un tambo para que resuelva el tema de los efluentes sin aplicar una sanción. Yo creo que sobre el 
tema de las bolsas plásticas, es fundamental que quede claro cuál es el lugar que ocupa el Ministerio. 
Me refiero a cómo debemos actuar, bajo qué parámetros y qué debemos analizar. La comunicación y la 
transparencia siempre son muy importantes, pero la observación que hicimos a este proyecto de ley es 
que no puede quedar en manos solamente del Ministerio. 


SEÑORA AVIAGA.- Como la señora Ministra hizo referencia al agua, me gustaría hacer una consulta 
con respecto a ese tema. Ya sé que en un primer momento se dijo que no era el tema a considerar, 
pero me parece que es de recibo. 


Hoy visité la página del Ministerio para ver la evaluación sobre los controles en la calidad del 
agua y encontré que en la cuenca de Santa Lucía los valores de los análisis ¡ban hasta 2011. Para 
aprovechar esta oportunidad, me gustaría que nos hicieran llegar a la Comisión un informe con los 
controles realizados y el resultado de esos valores a la fecha. 


Con respecto a las lagunas del Sauce y del Cisne me interioricé en el tema y por eso estuve 
tratando de comunicarme con los que presiden los comités de cuenca, pero la verdad es que no pude 
llegar a tener una reunión. En el caso de la Laguna del Sauce sé que no se trata de un funcionario sino 
que depende del Ministerio. Hice un pedido de informes —que estamos en vías de reiterar— acerca de 
los protocolos que se están haciendo con respecto a la situación de la laguna y cuáles son los 
instrumentos de ordenamiento territorial que están manejando en la cuenca de la Laguna del Sauce. 
Con relación a la problemática de la cuenca de Santa Lucía nos importa específicamente el tema de 
Canelón Chico, Canelón Grande y paso Picón. También estuvimos ahí... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la señora Senadora me permite voy a tratar de ejercer mi condición de 
Presidente de la Comisión y, por ende, tengo la ingrata labor de fijar los temas y terminarlos porque si 
introducimos otro sin finalizar los anteriores vamos a tener que volver sobre ellos. Entonces, creo que 
primero debemos terminar el orden del día y luego introducimos los temas que se quieran plantear. 


Por tanto, debemos volver al proyecto de ley de las bolsas plásticas sobre el que creo que el 
señor director de Medio Ambiente quería hacer una aclaración. 


SEÑOR NARIO.- Como planteó claramente la Ministra, compartimos la filosofía del proyecto de ley. 
Tiene algunas cuestiones técnicas específicas, como el tipo de polímero, que podemos trabajar en 
conjunto, pero lo importante es tratar de avanzar para ir de algo que está planteado como no 
obligatorio hacia otro tipo de situaciones. Por eso queremos recalcar lo expresado por la Ministra en el 
sentido de que quizás podamos pensar en una ley de residuos abarcativa y no segmentada. Por 
ejemplo, la ley de envases tiene ocho años y creo que es el momento de hacer una evaluación de su 
efectividad y repensar qué mecanismos podemos utilizar para cumplir el objetivo de tener una tasa de 
reciclado, con inclusión social, que sea importante. El desafío que nos planteamos es disparar la 
discusión sobre una ley de residuos abarcativa. No es que el proyecto de ley nos parezca mal pero 
quizás sea más razonable crear una ley que tenga en cuenta todos los aspectos vinculados a los 
residuos. Esto se va a tener que discutir con los Intendentes, los actores involucrados y, obviamente, 
con ustedes, que forman parte de la Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente. Ese es el proceso 
de discusión que pretendemos para el tema de los residuos. Hay dos aspectos: por un lado, 
filosóficamente nos parece compartible el proyecto —aunque tenemos algunas cuestiones técnicas que 
podemos analizar- y, por otro, debemos ir a un abordaje integral y generalizado del tema de residuos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho su opinión sobre este punto. Estoy seguro de que la 
Comisión está más que abierta a trabajar con el Ministerio y les agradecemos que lo hagan. Fue así 
que trabajamos con los proyectos de ley en el período pasado: los representantes del Poder Ejecutivo 
sentados en la Comisión, no con votos pero sí con una voz importante. 


En realidad, me preocupa un poco cuando uno se plantea algo demasiado grande. En el 
período pasado nosotros presentamos, y pido que no se escandalicen, un proyecto de ley de fomento 
del fósforo tomando experiencias muy interesantes de pequeños predios de Treinta y Tres y Cerro 
Largo. En aquella ocasión vino el Ministro, que es el mismo que el actual, y dijo que estaba de acuerdo 
con el proyecto pero quería algo más ambicioso, con una Comisión, esto y lo otro. Y ahí terminamos 
como cuando al general Perón le preguntaron qué era un camello y respondió: «Un camello es un 
caballo que construyó una Comisión». 


(Intervención del señor Senador Agazzi que no se escucha). 
—Más allá de eso, creo que sería bueno empezar por una punta hasta llegar allí. 


Quiero decir que muchas de las apreciaciones que aquí se han dado, son compartibles. Es 
más, recuerdo que la señora Senadora Xavier hizo referencia a cobrar por la bolsa; esto es algo que 
está previsto en la regulación que se presentó en California, así como en muchos países. Se podrán 
imaginar que a los políticos nunca nos gusta poner que se va a cobrar algo, pero en este caso estamos 
dispuestos a hacerlo sin duda alguna. 


No sé si nuestros invitados disponen de tiempo, pero me gustaría hacer mención al proyecto 
de ley relativo a la creación del Comisionado Parlamentario para el Medio Ambiente. Esta iniciativa 
apunta a subsanar una carencia que tenemos los legisladores. Decimos esto porque, cuando vienen 
vecinos como, por ejemplo, los de la Cantera de Suárez a plantearnos su situación, obviamente que 
hay una cantidad de información que entra a circular y la oposición convoca al Ministerio. Se le podrá 
creer o no, pero salimos a hablar y siempre estamos ejerciendo nuestra tarea de contralor de una 
forma quizá no del todo correcta por no tener toda la información que corresponde. Eso sucedía, en su 
momento, con las cárceles. Cuando había un motín o un problema, los Legisladores se hacían 
presentes y se planteaba esa discusión sobre si teníamos toda la información o no y si era cierto lo que 
se decía, esto es, si efectivamente había habido violencia sobre los reclusos o si ellos se presentaban 
como víctimas de haberla sufrido. Un día se creó el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Penitenciario con el objetivo de hacer un seguimiento continuo de lo que sucede e informar 
técnicamente al Parlamento. Además, trabaja con el Poder Ejecutivo, en la medida en que eso puede 
servir para trabajar mejor. Aclaro que el Comisionado Parlamentario no es integrante del Poder 
Ejecutivo sino que es un organismo del propio Parlamento que nos ayuda a trabajar mejor en estos 


temas en los cuales, por lo menos quien habla, no es ni cerca un especialista. En lo personal, leo las 
leyes y trato de informarme, pero debo tener asesores. Esta es la motivación del proyecto de ley. 


SEÑORA MINISTRA.- Comparto lo dicho por el señor Senador, pues tampoco soy especialista. He 
tenido que ponerme a tiro rápidamente con estos temas porque no forman parte de mi especialidad; 
simplemente, soy una ciudadana más, preocupada por el país, por nuestros recursos, etcétera, pero 
sin una especialidad. De ahí que tenga todo este respaldo y a un Subsecretario que realmente ha 
logrado tener un gran conocimiento en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Buenos asesores. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto al comentario sobre el agua, la señora Senadora planteó el 
universo entero y yo podría estar acá siete u ocho horas hablando del tema. Recuerdo que si en 
ocasión de la interpelación en la Cámara de Representantes estuve once horas, acá podríamos 
también estar mucho tiempo hablando de cada situación que, además, es diferente en cada uno de los 
lugares. 


Genéricamente puedo decir —quizá la discusión tenga lugar más adelante o tengamos 
ocasión de acercar a los señores Senadores algún material conteniendo la información 
correspondiente— que este tema es preocupación crucial de este gobierno; así lo tomamos el 10 de 
marzo cuando fue planteado por el señor Presidente. Se está trabajando muy bien, diría que mucho 
mejor de lo que hemos podido trasmitir. Nos agarró en medio de un proceso electoral bastante difícil en 
el que todo lo que decíamos era cuestionado o no se sabía si era cierto o no. Este es un tema muy 
sensible para la población. Cuando se habla de agua potable y se afirma que no se puede tomar, 
aunque lo diga alguien totalmente ignorante del tema, se provoca alarma pública. Es igual que cuando 
alguien dice que el cáncer es mayor en Lavalleja que en cualquier otro lugar del Uruguay. Sea cierto o 
no, provoca alarma. Nosotros hemos tratado de comunicar lo mejor posible y ha resultado difícil. Por 
ejemplo, una vez un periodista me preguntó cuán contaminadas estaban nuestras aguas superficiales. 
Es difícil poner una cifra del 1 al 10. El problema es que, en general, se repiten opiniones. Hoy me 
comentaron que los científicos de la Universidad de la República que han estado haciendo 
declaraciones han decidido llamarse a silencio, porque se les ha sacado de contexto. Es decir que por 
ahora no van a opinar, cosa que tampoco es buena. 


Creo que nosotros podemos dar toda la información con respecto a lo que está colgado o no 
en la página del Ministerio. Hoy estamos teniendo una relación interinstitucional muy fuerte con los 
ministerios, a lo cual se agrega el LATU y la Universidad de la República. En efecto, estamos apoyados 
por la Facultad de Ciencias, lo que no quiere decir que no haya docentes que, por la libertad de 
cátedra, hagan declaraciones por fuera de los trabajos que estamos haciendo en conjunto. Todo esto 
de lo que estamos hablando está siendo monitoreado, así como otras cuencas que consideramos que 
deben ser observadas, como las del río Uruguay, el río Negro, la laguna Merín, etcétera. En cada uno 
de los casos hay diferentes situaciones, distintos problemas, y todas las medidas se están tomando en 
coordinación. Creo que esa es la gran diferencia. En los últimos dos años se empezaron a hacer los 
estudios correspondientes y hoy tenemos monitoreos por parte de OSE, de la Dinama, del LATU y del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Todo ese monitoreo está ayudando a que nosotros 
veamos claramente la situación y podamos trabajar para revertirla. 


Yo siempre hago un paralelismo con un informe, que leí el año pasado, de una consultora de 
Dinamarca. Se trata de un país muy parecido al nuestro; tiene más del doble de habitantes y 
obviamente un área menor, pero cuenta con recursos hídricos muy abundantes. En un momento 
Dinamarca tenía una gran contaminación y al país le llevó diez años revertir esa situación. De manera 
que nosotros no lo vamos a lograr de un día para el otro. Tenemos que tomar las medidas para detener 
esa polución que provoca el hombre con sus industrias, con sus agroindustrias, con la propia vida. Esto 
es genérico; por eso, creo que, de pronto, habría que dedicar otro tiempo al tema o entregar un informe 
por escrito. 


La Ursea también tiene información sobre los resultados de los análisis, pero creo que 
fundamentalmente conviene ver los resultados de OSE. Todos nos asustamos cuando nos enteramos 


de que entre enero, febrero y la mitad de marzo se hicieron 150 análisis en la Laguna del Sauce, de los 
que dos dieron fuera de la norma y muy mal, y otros dieron alguna cosa menor. 


En el Uruguay, los análisis que hace OSE —eso es para que la gente tenga noción; fue 
informado pero no comunicado a nivel general- dan un 99 % bien. Cuando un análisis da mal, 
inmediatamente hay un protocolo de actuación, se ve si hay un caño roto, si es que se necesita clorar, 
o sea, se toma la medida que sea necesaria para que en ese punto se hagan los análisis puntuales. En 
América Latina se considera que el agua es potable cuando un 76 % de los análisis dan bien, mientras 
que en Europa ese guarismo debe ser del 93 %. Creo que nosotros debemos mantener las cosas en 
su justo término, porque provoca mala impresión cuando se dice genéricamente que el agua no es 
potable. Resulta que quien puede comprar agua embotellada para consumir no es toda la población. 
Tenemos que pensar en quienes no pueden comprarla. 


El agua que hoy da OSE es potable. Sí existió ese evento. De pronto podemos venir otra vez 
y traer los datos, los números, etcétera. Ahora bien, son informes específicos muy voluminosos. 
Sinceramente no los entiendo, pues son análisis físicos, químicos, biológicos, etcétera y se habla de 
elementos —se analizan veinte elementos—, por lo que mandaré a los ingenieros químicos para que den 
la información. Hemos estado pensando, por ejemplo, en hacer un taller con los medios de 
comunicación para informar y evitar que haya alguien que pregunte cuál es el grado de contaminación 
y el tiempo que eso puede suponer. 


SEÑORA AVIAGA.- El acceso a la información es primordial para aclarar el tema a quienes estamos 
representando a un montón de ciudadanos preocupados en forma muy válida. 


Sigo insistiendo en que a la hora de pedir informes sobre el tema relativo a laguna del Sauce — 
cuando se nos mencionan las competencias y las responsabilidades aparecen muy difusas—, nos 
interesa conocer específicamente qué controles tiene esa cuenca y qué tipo de protocolos se llevan 
adelante frente a esta situación que están viviendo. Eso no es responsabilidad de OSE, sino de un 
grupo de gente que, si no me equivoco, integra el Comité de Cuenca que depende del Ministerio del 
que usted es titular. 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece que este es un tema crucial, porque nuestro país tiene mucho que ver 
con el agua, empezando por el lugar en el que estamos en América del Sur, porque es por donde salen 
todos los grandes ríos, pero además porque tenemos una economía y una vida basadas en nuestra 
relación con ese vital elemento. La integramos a nuestro organismo, la utilizamos para producir 
alimentos que después consumimos o que vendemos a otros países que también tienen derecho a 
comer cosas tan sanas como nosotros. 


Si uno mira el Informe Ambiental Anual 2014, verá datos de 2013. Me llamó la atención, por 
ejemplo, los niveles de contaminación química que hay en el río Cuareim. ¡No lo pensaba! Creía que la 
contaminación era como la nuestra, la que hace el hombre. Convengamos: los bajos reciben todos los 
problemas del territorio. El pobre bajo no tiene la culpa, sino los que vivimos en todo el territorio, si 
tenemos fábricas y no hacemos un tratamiento adecuado de los efluentes, si tenemos saneamiento en 
la ciudad y no los tratamos antes de tirarlos a los arroyos, si aramos la tierra hasta el arroyo y no 
cuidamos la aplicación de agrotóxicos. Todo eso lo hacemos las personas. 


Mirando la información histórica uno se da cuenta de que ahora esto emerge como importante 
porque lo medimos y lo conocemos, pero existe desde hace muchos años. Poca gente sabe que el 
acuífero Guaraní en algunos puntos tiene una contaminación de arsénico importante por la producción 
de arsénico de los materiales geológicos, lo que no tiene nada que ver con la actividad humana. 
Nosotros tenemos la responsabilidad de conservar y mejorar, en la medida de lo posible, lo que nos da 
la naturaleza. Como decía antes, como los bajos reciben los problemas que tenemos las personas, me 
parece importantísimo en esta época planificar y prever, porque ya no se puede salir corriendo a 
resolver un problema en el momento que alguien grita. Tenemos que realizar los monitoreos 
correspondientes para ir tomando las medidas necesarias. Ahora se puede planificar y eso no es una 
mala palabra. No se agrede a nadie, no se agrede el derecho de propiedad de nadie, con ello. El 
interés general es una figura jurídica que existe en toda nuestra legislación, y entonces debemos 


aplicarla en estos casos, porque por el interés general no se puede hacer cualquier cosa en cualquier 
lugar del territorio. Me parece que estos temas de fondo son bien importantes. 


Ahora bien, estamos en un cierto grado del desarrollo. Entonces, cuántos puntos se 
monitorean en nuestros ríos y cuántos podremos tener en un tiempo razonable, porque no vamos a 
tener a cientos de personas monitoreando todos los ríos y arroyos. Entiendo que esto hay que hacerlo 
y quiero dejarlo sentado. 


Considero que se puede contar con toda la comisión para trabajar en estas cosas que el 
Uruguay precisa, más allá de las banderas políticas. Si tenemos sensibilidad en estos temas, si los 
estamos discutiendo y realizamos propuestas es porque nos interesa mejorar. 


No voy a hacer ninguna pregunta puntual dada la hora, pero ya que es la primera vez que 
concurre la señora Ministra con sus asesores a esta Comisión, vale la pena arrancar a trabajar en un 
punto de acuerdo. 


El señor Presidente de la Comisión, que no integra nuestra fuerza política, tuvo la iniciativa de 
presentar un proyecto de ley y me parece muy bien que el Ministerio lo haya considerado como algo 
positivo. Él dice que sería bueno que fuera más global, pero si esperamos lo global podemos no hacer 
lo puntual; si eso es bueno y se puede mejorar, lo hacemos. En realidad, a veces las cosas grandes 
salen de la sumatoria de cosas pequeñas, hasta de los controles, porque quien los exige lo hace para 
tener mejores resultados y me parece que eso es positivo. 


Estas eran las consideraciones generales que quería formular. 


SEÑOR DE LEÓN.- Voy en el mismo sentido que el señor Senador Agazzi en cuanto a la iniciativa del 
señor Presidente de la Comisión. Creo que muchas veces hay que tener la capacidad de evaluar si se 
espera la gran solución o se comienza a dar pasos. Entonces, me sumo al planteo de que, tal vez, esta 
iniciativa haya que llevarla adelante y luego será parte de un plan global e integral. Entiendo que lo 
más importante son los pasos que se están dando en el país. 


Esta Comisión, a iniciativa de su Presidente y de la señora Senadora Xavier, está 
convocando en los próximos días a la Comisión que ha instalado el Presidente de la República en 
relación con el tema del agua, que creo que es fundamental. Considero que lo es porque tiene que ver 
con la visión integral de este tema y de lo que hoy hablábamos sobre la cantera. No podemos ir 
corriendo de atrás frente a problemas de contaminación, a situaciones puntuales que se dieron por una 
situación coyuntural que puso de manifiesto un problema. Eso fue lo que sucedió en Maldonado, 
porque allí las condiciones climáticas pusieron de manifiesto un problema, pero de haber habido otras 
condiciones climáticas no estaríamos hablando del tema del agua. Considero que el tema se está 
planteando de la manera que debe hacerse, con el agua como centro, porque no hay que pensar que 
para tal emprendimiento se debe realizar una gestión determinada o qué se debe hacer con la 
actividad agropecuaria. Repito: lo importante acá es mirar desde el centro, que es el agua; por más que 
sea el agua bruta, luego pasa por un proceso por parte de OSE que culmina en el agua potable que 
llega a los ciudadanos. Tenemos que entender que, en nuestras condiciones, la gestión de cuenca es 
clave por una cuestión de soberanía alimentaria, diríamos. Creo que es muy bueno el enfoque que se 
está dando; primero, desde el momento en que el Presidente de la República asume la responsabilidad 
de liderar este tema aunque, lógicamente, pienso que después no va a estar liderándolo durante los 
cinco años, sino que más bien será un puntapié inicial para que después, desde el Ejecutivo y el 
Legislativo, podamos dar las herramientas para que este tema se transforme en estratégico para los 
ciudadanos, para la producción y para toda la actividad que tiene el país. 


Asimismo, quiero reconocer la amplísima información que el día de la interpelación se entregó 
y se presentó —a pesar de que fue en la Cámara de Representantes traté de estar en casi toda esa 
sesión en la que estuvieron presentes la señora Ministra y sus asesores—, a pesar de estar en un 
momento muy complejo, en plena campaña electoral, donde los tiroteos iban de un lado al otro. No 
obstante, quiero felicitar por el trabajo del equipo que estuvo presente en ese momento porque fue muy 
amplia y abarcativa la información que ahí se brindó. 


SEÑORA MINISTRA.- Vuelvo a insistir: el tema que planteó la señora Senadora Aviaga es tan amplio 
que tendríamos que pasar acá la noche conversando. Nosotros hemos tratado de brindar toda la 
información. 


Agradezco las palabras vertidas por el señor Senador con respecto a esto porque, en general, 
hay una especie de desconfianza en cuanto a que nosotros no demos toda la información, y eso es 
algo que para mí es crucial y primordial. La información tiene que ser veraz. Quizás no sea 
comprendida; como he dicho, a veces los términos son muy técnicos o científicos, pero la información 
tenemos que darla. 


Tengo acá toda la información con respecto a Laguna del Sauce. Creo que ameritaría que 
tengan la información de primera mano, si así lo quieren, sea con un informe escrito o celebrando otra 
reunión porque, en realidad, el describir esa situación y todas las medidas que se han tomado es algo 
que lleva tiempo. En resumen, como para informarles, cabe señalar que el plan de acción de la Laguna 
del Sauce ya está iniciado. Está funcionando la Comisión de Cuenca rápidamente y ya se aprobó la 
resolución ministerial tendiente a tomar las medidas de mitigación de la polución de la laguna. Además, 
durante la Convención de Ramsar para la protección de humedales —que se celebró en Punta del Este, 
presidida por el Subsecretario, y que fue todo un éxito—,se sacó la resolución, un poco simbólicamente, 
acerca de la protección de la Laguna del Sauce por ser el lugar del origen del agua potable de la zona. 


Para redondear este tema —porque supongo que estarán todos cansados; hemos trabajado 
todo el día—, quisiera decir algo muy importante acerca de un punto que no hemos analizado: el 
Observatorio Ambiental. En el año 2013 salió esta ley, que se aprobó el día 7 de noviembre, con 
respecto al Observatorio Ambiental, que lo estamos usando como plataforma para que, a corto plazo, 
se implemente bajo este medio la construcción de indicadores ambientales y así poner toda la 
información disponible a disposición. Esto que traje sé que ustedes lo recibieron. La Ley del 
Observatorio Ambiental plantea que hagamos un libraco de estos una vez por año. Planteo este punto 
porque, ya en esta época, parece demasiado. Nosotros deberíamos tener una plataforma como la que 
estoy sugiriendo, a fin de brindar la información de modo que sea accesible para todos. Esta base de 
trabajo se va a hacer en común con las Intendencias y los Ministerios, así como con las empresas 
públicas y privadas y va a ser planteada como plataforma en el Presupuesto. En el Santa Lucía ya lo 
estamos haciendo con Innova de Antel, para verificar los monitoreos y análisis con el objetivo de tener 
una base comparable, porque de lo contrario tenemos datos separados que no se pueden manejar 
correctamente. Hoy vamos a conjugar la información que nos dan el LATU, OSE, la Dinama, la 
Dinagua y la Universidad de la República, extendiéndola a todo el país a través del observatorio. 


Esto es lo que quería plantear, a fin de que se analice esta ley y se mejore la comunicación, 
porque esta información no llega a todo el mundo. Sin duda, una base de datos que se pueda manejar 
a nivel general es más provechosa que un informe anual que es imposible obtener. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la señora Ministra me permite hacer un aporte, sin ánimo de corregir, 
quisiera decir que la norma que establece la obligatoriedad de brindar el informe ambiental no surge a 
partir de la ley que aprobó la creación del observatorio ambiental, sino que es la ley madre de 
medioambiente en el país. Obviamente, la información no se estaba brindando, tal vez por los motivos 
que la señora Ministra indicaba. Entonces, en el período pasado se convocó al Ministro de aquel 
momento, quien expresó los problemas que enfrentaba en esta materia. Por esa razón, presentamos el 
proyecto de creación del observatorio ambiental, sin agregar más gastos a la Dinama, para que se 
contara con el instrumento que permitiera cumplir con la ley. La propia ley de medioambiente establece 
como un elemento fundamental el de la información; como en todas las actividades de la vida, sin 
información no se puede ir a ningún lado; es uno de los instrumentos más importantes en cualquier 
área. 


Pero había otro antecedente. El Foro Económico Mundial sigue los parámetros de las 
Universidades de Yale y Columbia en cuanto a establecer los rankings de sustentabilidad ambiental de 
los países. En los años 2003 o 2004 —yo utilizaba esto como eslogan de venta del Uruguay-— nuestro 
país estaba tercero en el mundo y primero en las Américas en materia ambiental. En primer lugar 
estaba Finlandia, en el segundo Austria y en el tercero Uruguay, notoriamente por delante de Costa 
Rica y de otros países que siempre se mencionan como los mejores del mundo. En realidad, en el año 


2011 o 2012 nuestro país apareció en el lugar 86. Ante esto, sin escandalizarnos, ni interpelar al 
Ministro durante 11 horas, primero averiguamos por qué había sucedido eso. Lo cierto es que la razón 
de ese retroceso era que Uruguay no se mantenía al día con el suministro de la información para poder 
estar en ese ranking como correspondía. Entonces, en virtud de la carencia de información porque no 
se cumplía con la ley y de que no se entregaban los datos necesarios para estar en esos rankings que 
nos permitían medirnos con otros países, como Dinamarca, por ejemplo, fue que se propuso la 
creación del observatorio ambiental. Quizás lo que debemos modificar no es el observatorio, sino la 
norma que establece la obligatoriedad de brindar esa cosa tan antigua que es un informe del estado 
ambiental del país una vez al año al Parlamento. La realidad es que se cumplía con los indicadores 
cuando no eran muchos, pero como esto es algo dinámico que va creciendo, obviamente, se van 
sumando nuevos indicadores más complejos que a su vez hacen más difícil la entrega de información. 


De pronto lo que podemos hacer rápidamente —tomamos nota- es modificar un artículo de la 
ley, porque estoy seguro que ante lo que ha expresado la señora Ministra podemos ponernos a 
trabajar, pero también necesitaríamos que el Ministerio nos diga cuál es la información que pueden 
poner en red y cuál es el soporte que tiene que estar para poder incluirlo, modificarlo y, quizás, poder 
sacar rápidamente un proyecto de esta Comisión, porque estamos de acuerdo en que hay que 
suministrar la información. A esto se debe agregar que, contar con un Comisionado Parlamentario, 
supone para los Legisladores contar con información técnica-científica adecuada; es decir que va en el 
mismo sentido que contar con la información. 


Me parece que el proyecto de bonos verdes le va a gustar a la señora Ministra, porque es un 
cambio de paradigma de lo que tanto se ha quejado en el día de hoy y con lo que yo coincido. Me 
refiero a lo difícil que es hacer esa función de policía, de contralor, de si está o no la bolsa, eso tan 
difícil en Uruguay. Entonces, ¿cuál es el cambio de paradigma? Decir que vamos a dar incentivos 
adecuados para que en una estrategia de 10, 15 o 20 años Uruguay recupere el estado ambiental. En 
ese sentido, se podría tomar el ejemplo exitoso de la Ley Forestal del año 87. Hoy cuando han 
pasado más de 20 años, vemos que ese tipo de incentivo que puede ir de a poco se podría aplicar, por 
ejemplo, alrededor de la Laguna del Sauce, con un presupuesto acotado y así empezar a desarrollar 
de forma activa las acciones de mitigación y no a través de la posibilidad de una sanción. ¿Qué es ese 
sistema? Es tan sencillo como lo que hizo la Ley Forestal. Esta ley subsidió la plantación y dio 
exoneración tributaria por 12 años. Esto supondría subsidiar el plan de mitigación y dar una 
exoneración por 12 años. ¿Por qué? Porque si alguien tiene un predio y no va a poder explotarlo 
porque causa daño al medioambiente, se lo compensa por eso, con menos de lo que le costaría 
expropiarlo. De esta manera, vamos a ir construyendo, alrededor de los lugares más sensibles, planes 
de mitigación como creo que el país debiera tener. De lo contrario, se va a seguir con la función de 
policía, persiguiendo a muchos y siempre se le va a cobrar a alguien por el uso de agroquímicos o ese 
tipo de situaciones. Quiere decir que es un cambio que no solamente exige al privado, sino que el 
Estado actúa de forma activa. ¿Qué sucedió después de casi 30 años de Ley Forestal? Uruguay pasó 
de exportar US$ 50:000.000 a casi US$ 2.000:000.000, si no me equivoco; es decir que tuvo una 
actitud activa en ese sentido. Además, se decía que el bosque o monte nativo iba a desaparecer y 
pasó exactamente lo contrario: hoy tenemos más monte nativo porque, por suerte, consumimos menos 
monte nativo y más monte artificial. 


Dejamos para otra visita el proyecto de fracking para no pelearnos con el señor Senador De 
León. 


SEÑORA MINISTRA.- Cuando me referí al tema del observatorio quise trasmitir a los señores 
Senadores algo que me parece que va a ser positivo en cuanto a la comunicación y a las posibilidades 
que tenemos. Esto se va a hacer con o sin ley; lo queríamos poner aquí porque nos parece que 
corresponde. Indudablemente, con respecto a toda la movida que se está haciendo con el río Santa 
Lucía, la posibilidad de la plataforma con Antel Innova y poder tener una base común de información y 
ponerla de manifiesto para la población en general, es muy importante. 


Debo decir que me resulta muy difícil opinar sobre el Comisionado Parlamentario. Tengo la 
sensación —esto tiene que ver más con mi pensamiento porque, obviamente, jamás podré ser 
Legisladora pues solamente sirvo para trabajar en la parte ejecutiva— de que tenemos otro interlocutor, 
porque creo que es medio ambiente el que tiene que dar esa información. Nosotros integramos el 
Poder Ejecutivo y a sugerencia del Presidente —quien lo está manejando— estamos creando el gabinete 


de medio ambiente. A raíz de eso, nuestro Ministerio insiste en llevar a primer plano la problemática del 
cambio climático. A nuestro juicio, el Uruguay debe liderar en lo que tiene que ver con el cambio 
climático en la región, porque para nosotros es un tema crucial. Desde 2006 existe el sistema nacional 
de respuesta al cambio climático, pero como no ha sido eficiente en cuanto a sus logros queremos 
profundizar en eso. Reitero, no podría dar una opinión sobre el Comisionado, porque me parece que no 
debe haber otra cosa más entre nosotros, ya que el Ministerio debe brindar la información y 
mantenerse en contacto trabajando junto al Parlamento. 


Con respecto al otro asunto —advierto que no lo leí, pero el señor Presidente de la Comisión 
acaba de brindarme una versión bastante sintetizada del tema- quizás mi percepción sea muy rígida, 
pues entiendo que no tengo que premiar al ladrón porque no robe. No es así. Afectar el medio 
ambiente es un delito contra la sociedad. En ese sentido, creo que nosotros tenemos que ayudar 
efectivamente, como lo hacemos con Conaprole, en el sentido de que pueda manejar sus efluentes 
colaborando con sus productores y con los tamberos para que eso no ocurra. Así como el Gobierno 
colabora con ellos en caso de escasez hídrica o sequía, hay que ayudar especialmente a los pequeños 
y medianos productores o a las industrias en dificultades; pero creo que no debe convertirse en una 
ley. Aclaro que esta es una percepción personal, que no hablé con nadie; simplemente quería transmitir 
lo que pensaba. 


Con respecto al monte nativo, podemos decir que efectivamente ha crecido en acacias y en 
aquellos arbustos que crecen solos o mejor dicho, en yuyeríos. Las coronillas ya no crecen más, hay 
que replantarlas y ello forma parte del tratamiento que tenemos que hacer. Además, si tenemos que 
ejercer de policías, lo haremos. El Presidente dijo que no le iba a temblar la mano por multar y 
aumentar las multas; pero todos estamos de acuerdo en que tenemos que informar y resolver. No creo 
que el tema pase por premiar al que actúa bien a través de los impuestos u otras prebendas, pero eso 
es algo que debemos estudiar. Reitero que esta es una opinión absolutamente personal. 


SEÑORA AVIAGA.- Concuerdo totalmente con la señora Ministra en cuanto a que la constitución y las 
leyes se tienen que respetar. Quien contamina tiene que cumplir con la ley y no hay que premiarlo para 
que, por ejemplo, no contamine el agua que es de interés general. Ahora, aquí hay un detalle: no existe 
el delito ambiental ni el delito territorial y eso es parte de lo que, quizás, vamos a tener que trabajar en 
conjunto. 


Por su parte, me parece de buen uso empezar a hablar de ecoeconomía y 
promover un uso adecuado y sustentable de nuestros recursos, y sí es cierto que debe haber un plus 
para quien no solamente no contamina sino que previene contaminar. 


Considero que en ese camino vamos a entendernos muy bien. Tenemos algunos aportes 
para hacer que oportunamente vamos a hacer llegar a la Comisión y a la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA.- Simplemente quiero agregar que si los Senadores requieren alguna información 
por escrito o por correo, como por ejemplo las medidas de la Laguna del Sauce o lo que sea, nos lo 
hagan saber. En el caso de esta cuenca toda la información está en la página de la Intendencia, 
aunque no sé si está al día. 


SEÑOR AGAZZI.- Al final, se creó un lindo clima, un buen ambiente, y terminamos intercambiando 
algunos aspectos que son importantes. 


El señor Presidente de la Comisión tuvo la iniciativa de presentar un proyecto de ley que crea 
un Comisionado. No voy a hablar en nombre de mi partido porque todavía no tomó posición, pero 
como, reitero, se generó un buen ambiente para conversar estas cosas, quiero dar mi opinión como 
integrante de la Comisión sin hacer a nadie más responsable por lo expresado. 


Es cierto que el Comisionado para las cárceles fue un instrumento muy positivo y tuvo una 
buena evaluación. En ese sentido, teníamos un gran subdesarrollo institucional. Había un problema 
muy grave en el país, estaba muriendo gente y se estaba haciendo cargo de eso un Ministerio que no 
debía hacerlo, sin capacitación del personal y sin la cantidad suficiente de inversiones; era una 


situación dramática. Se originó toda una discusión y hubo que construir algo bastante original para la 
organización de nuestra república, que tiene sus mecanismos de gestión, legislativos, de justicia, de 
control. En ese caso se creó un Comisionado Parlamentario que se hizo cargo de un problema muy 
grave que no tenía prácticamente quién lo atendiera. El Ministerio del Interior estaba absolutamente 
desbordado y el sistema parlamentario no daba abasto. Fue así que se creó esta figura que fue muy 
discutida. Se elaboró una ley que aprobó la Asamblea General, con una figura que sigue un 
determinado procedimiento: se pueden presentar ciudadanos y hay un mecanismo de evaluación. 
Ahora bien, creo que en la base de esto había una situación objetiva muy compleja a la que el sistema 
institucional no daba respuesta. 


Me parece que el problema del medioambiente es distinto, y no lo digo porque estén ustedes 
acá. Es verdad que también es muy grave la forma en la que venimos utilizando el territorio que la 
naturaleza nos dio, pero una cosa es un Comisionado para el trabajo parlamentario, que sería como 
una especie de funcionario parlamentario que sintetizaría información —ese es el argumento que da el 
Presidente de la Comisión- y trabajaría para nosotros, y otra cosa sería un Comisionado Parlamentario 
para los problemas del país, que hiciera algo similar a lo que hace el comisionado para la situación de 
cárcel. Digo esto sin tener una posición definida sobre el tema y consciente de que se trata de cosas 
distintas. Ahora bien, si es para apuntar a los problemas del país, me parece que hay 
responsabilidades más específicas asignadas a distintos actores de Gobierno de los tres niveles, 
porque no olvidemos que están los Municipios —-que, aunque están en construcción, tendrán mucho 
trabajo en estos temas, además de los Gobiernos Departamentales y del Gobierno nacional-, el 
Parlamento o la justicia. 


En lo personal, tengo miedo de que, por una vez que surgió una figura a raíz de un problema 
muy grave que teníamos, eso lo generalicemos y empecemos a tener Comisionados Parlamentarios 
para todo. Creo que esto no sería muy bueno porque, sobre todo, obviaría a que cumplan su 
responsabilidad en las instancias que corresponden. 


Reitero que esta no es una posición definitiva sobre el proyecto de ley, sino simplemente un 
razonamiento entre uruguayos que están pensando cómo hacer las cosas mejor para el país. 


SEÑORA MINISTRA.- Mi opinión es totalmente personal, no solo con respecto a este tema, sino al 
planteado por el señor Presidente con respecto a los bonos verdes, información que me fue 
proporcionada y hasta ahora la miré por arriba. Indudablemente, no tengo la estatura como para opinar 
sobre una legislación que debe ser discutida en el ámbito que corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá hubo cierto apresuramiento, porque con el equipo con el que trabajo 
analizamos el punto de que obviamente no se puede pagar por no romper. Eso está claro. 


En realidad, lo que se financia a través del proyecto es la existencia de un plan de mitigación e 
incluso de plantación de bosques nativos. Podría darse la situación de plantearle a quien hoy está 
desarrollando legítimamente una actividad muy rentable, fuera de los cincuenta metros —o de la 
cantidad que sea, pues todos entendemos que esa distancia no es suficiente—, que la deje para 
dedicarse a otra porque, de esa forma, estará protegiendo. Esta persona, a la vez, podría presentar un 
plan de mitigación, cumplirlo y, además, plantar algo más que bosques nativos —nos pareció que 
limitarlo a ellos era muy poco-— y obtener, por su renuncia a su actividad lícita y muy redituable y su 
pasaje a otra —que será lícita pero mucho menos redituable—, una compensación. Creo que eso sería 
mucho más efectivo que andar controlando en todas las cuencas del país si efectivamente no se le 
pestañearon y se les cruzó uno que puso hiperfosfato y no lo vieron. ¡Digamos la verdad! La policía del 
ambiente hoy la hacen más los ciudadanos y los vecinos que denuncian el hecho que las propias 
autoridades. Esa es la realidad; no nos hagamos trampas al solitario. 


Por lo tanto, creo que el hecho de presentar un proyecto, tener que rendir cuentas, hacer que 
el propio propietario deba rendirle cuentas al Estado de lo que está haciendo y este estar esperando a 
que vengan para gozar de esas prerrogativas, representa un cambio de paradigma que me parece 
viable, por lo menos, mirar. Aclaro que el objetivo sigue siendo el mismo: que no se destruya el 
ambiente o que se cuide. Pero como venimos, venimos mal. De eso estoy seguro. 


Con respecto al Comisionado Parlamentario —así no hablo más porque cada vez que lo hago, 
digo lo mismo—, me permito señalar que terminó siendo un gran aliado del Poder Ejecutivo y del 
Ministerio del Interior. Lo mejor que puede pasar —estoy seguro de que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está transitando este camino— es poder contar con toda la 
verdad. Entonces, si está toda la verdad y el Comisionado Parlamentario, que es alguien designado por 
todos los partidos políticos —es un ciudadano que está por encima de ello—, lo rubrica, nos ayudaría 
muchas veces cuando viene alguien a decirnos: «Miren, están destruyendo el ambiente en tal lado y el 
Ministerio está dando un permiso de impacto ambiental que no tendría que haber dado». Así, podría 
aparecer un pescado con dos cabezas o no sé cuántas cosas más. Por lo tanto, creo que sería bueno 
tener a alguien que venga aquí, que nos diga la verdad para que, entre todos, podamos construir una 
mejor verdad. 


La experiencia del Comisionado Parlamentario para las cárceles terminó con aquella cuestión 
de que se interpelaba por la situación de las cárceles, etcétera. Él venía e informaba, a veces cosas 
muy duras, pero después venían los representantes internacionales y nos decían que era verdad. 
Entonces, eso nos ayuda a todos a cumplir mejor nuestro trabajo porque, en definitiva, parte de nuestra 
tarea como parlamentarios, señora Ministra, en el juego de la democracia y en el respeto de la 
Constitución, es que nosotros la tenemos que controlar. Es una de nuestras ingratas tareas, de 
acuerdo a los artículos 147 y 148 de la Constitución de la República. 


SEÑORA AVIAGA.- Me parece que es muy bueno que podamos intercambiar ideas de esta manera 
pero, hablando de contaminación, creo que uno de los grandes contaminantes es el Estado. De 
manera que el Gobierno va a tener que poner un énfasis importante en controlar al propio Estado, en 
sus empresas y en sus distintas áreas, como, por ejemplo, en el tema del saneamiento, de Ancap y de 
las distintas actividades industriales del país. Y también va a tener que controlar y coordinar los 
permisos que da. Habrá que controlar qué autoriza a hacer el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y qué promueve en el territorio, para que tenga concordancia con nuestra legislación ambiental. 
Va a ser necesario coordinar con Dinama y Dinamige. Por ejemplo, tenemos un caso puntual en el que 
por un lado OSE planifica hacer una reserva de agua para 45 años en El Soldado, en la cuenca del 
Santa Lucía, en Lavalleja, y por otro lado Dinamige otorgó permisos mineros en esa zona en todo el 
territorio. Incluso, les llegaron cedulones a todos los vecinos en los que se establece que teóricamente 
toda esa zona va a estar afectada a una reserva ambiental para cuidar el agua. Creo que no pueden 
darse ese tipo de desfasajes, dentro del mismo Estado, entre los permisos que se otorgan y las 
distintas políticas que se llevan adelante. Entonces, me parece que es fundamental empezar a 
coordinar y a jugar en equipo. 


Sé que la señora Ministra recién asumió el cargo, pero creo que es parte de los deberes que 
tiene, así como es nuestra obligación expresar nuestra preocupación, porque son hechos reales que 
están pasando. Y le puedo asegurar que esto mismo ocurre a lo largo y ancho del territorio. En este 
sentido, sigo insistiendo en que si a la Ley de Ordenamiento Territorial se le da el rango que 
corresponde y que tiene según el artículo 47 de la Constitución, seguramente muchos de estos 
conflictos que se van generando podrían encauzarse y podría lograrse un desarrollo sostenible y 
sostenido en el tiempo. 


SEÑORA MINISTRA.- Sobre lo que planteaba el señor Presidente con respecto al uso del suelo, a la 
presentación de planes, a la posibilidad de dar prebendas, etcétera, estoy muy conforme con la 
coordinación que se está haciendo con los otros Ministerios y con otros organismos del Estado. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está aplicando los planes de uso y manejo de 
suelos en todo el territorio; está obligando a su presentación y cumplimiento. Indudablemente, nos 
ayuda mucho el hecho de que estemos coordinándolo a nivel de inspecciones y que se confirme la 
aplicación de esos planes mediante sistemas satelitales. La tecnología trabaja a nuestro favor en este 
caso. 


Lo mismo digo con respecto al monte nativo. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
ya tiene sus resoluciones con respecto a la tala de monte nativo. Si se comprueba que esto se hace, 
las multas son muy altas. Con eso se ha logrado que el que tala tenga la obligación de plantar las 
especies correspondientes al monte nativo, que son las que en realidad protegen. 


Con respecto al control hay algo que me preocupa. El asesor parlamentario sobre el 
medioambiente ayudaría y va a decir la verdad sobre esto. Me preocupa porque me da la sensación de 
que no digo la verdad. Me siento como aludida, pero esa es una locura mía. 


(Hilaridad). 


A decir verdad, estuve muy cerca del Comisionado Parlamentario porque trabajé 
prácticamente tres años desde la Corporación Nacional para el Desarrollo con el tema de las cárceles. 
Visité cárceles en todo el mundo, tuve varias reuniones con el doctor Garcé en ese aspecto. Se trabajó 
bien; o sea, no es que haya problemas. Creo que cumplió su función perfectamente, como dice el 
señor Senador Agazzi. El trabajo en el tema explosivo de hacinamiento en las cárceles y toda la 
problemática vinculada a ese entorno fue muy positivo. No lo veo en este aspecto. Pero, en fin, es un 
tema en el que no tengo que legislar yo por suerte. 


Con respecto al control de las empresas públicas, quiero aclarar que el Estado multa por 
igual tanto a las empresas públicas como privadas. O sea, se multa a Ancap, a UTE. Lo mismo pasa 
con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas —como me acota la señora Senadora Aviaga— que 
cuando hace una intervención tienen que presentar todos sus planes respecto a sus intervenciones en 
puentes y en carreteras, en lo que sea. En realidad, el tema de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente es sumamente pesado y las dificultades que tiene el compañero Nario son enormes porque 
es una carga tremenda de trabajo ya que hay poca gente capacitada para hacerlo. Quería decirlo 
porque los permisos medioambientales tienen que pedirlos en la Dinama todos los que afectan de 
alguna forma, con alguna intervención industrial de cualquier tipo. Creo que eso es algo que no ofrece 
dudas. 


Espero que nadie dude de que el Estado se auto controla y controla a las empresas que 
intervienen. No digo que seamos perfectos; no lo somos. Tenemos escasez de mano de obra, de 
técnicos capacitados. Cuando llegué al Ministerio se estaba mandando gente al Japón para capacitarla 
en el estudio del mercurio porque acá no hay nadie que pueda analizarlo. El tema del arsénico que 
mencionaba el señor Senador Agazzi es real. Estoy tratando el tema con Mevir que hace perforaciones 
para darle agua a los grupos de viviendas rurales y cada poco tiene que segar un pozo y buscar otra 
fuente. Estamos buscando asesoramiento en el exterior porque los filtros no nos resuelven el problema 
del arsénico que es propio de la estructura de la roca. En todo el litoral —haciendo centro en Nuevo 
Berlín y toda esa zona-— los pozos de aguas subterráneas están contaminados, no por la actividad del 
hombre, sino por la propia roca. Por tanto, tenemos que lograr soluciones, pero la solución es muy 
cara. Como dije, estamos probando filtros y buscando asesoramiento en el exterior. Todos estamos en 
el mismo barco porque como se decía en la convención de Ramsar —participaron allí 700 personas de 
distintos países— sobre protección de humedales, el hombre no puede vivir sin la naturaleza, pero ésta 
perfectamente lo puede hacer sin el hombre. Si bien podemos tener discrepancias sobre cómo 
proceder, la meta para todos es la misma. 


SEÑOR NARIO.- Respecto del caso concreto que planteaba la Senadora Aviaga puedo decir que se 
analizó y se vio que esa actividad no interfería. Como dije se analizó teniendo en cuenta que fuera 
compatible con la actividad. Se hizo el análisis complementario, lo que no quiere decir que no sea algo 
que se pueda mejorar. 


SEÑOR DE LEÓN.- Simplemente quisiera hacer un aporte y no dejar pasar un comentario. 


Creo que no podemos volver a equivocarnos en el análisis de estos temas tratándolos por 
sectores. La iniciativa de la reforestación es buena, pero debe ser analizada en el marco de una 
política integrada de ordenamiento territorial, productivo, etcétera. Tal vez este tema sea una alternativa 
en determinada situación, pero no podemos pensar que sea la única alternativa para la gestión de 
cuenca. De por sí, la actividad agropecuaria no significa un problema ambiental, el problema se da 
cuando esa actividad se realiza de mala manera. Podríamos hablar de otras cuestiones, podría pensar 
que muchas de esas actividades se deberían hacer en el marco de prácticas agroecológicas. Hay un 
sinfín de alternativas pero siempre se deben analizar desde una visión más integral. No creo que haya 
un única solución respecto de lo que habrá alrededor de esas cuencas. 


En el otro aspecto coincido plenamente con lo que decía la Senadora Aviaga porque no se 
trata de si es un emprendimiento privado o del Estado porque en lo ambiental las exigencias deben ser 
las mismas o, tal vez, mayores para el Estado por la responsabilidad que tiene. 


También quiero señalar que la mayor inversión ambiental del Uruguay se ha hecho hace poco 
y fue la planta desulfurizadora llevada a cabo por una empresa del Estado para mitigar y minimizar un 
problema importante a nivel de la ciudad, como era el del azufre. Estamos hablando de una inversión 
enorme que es un 100 % ambiental. Por tanto, los privados y el Estado han estado trabajando en estos 
temas y estoy de acuerdo en que hay que exigirles a ambos, pero siempre teniendo una visión integral. 


SEÑOR GREIF.- Simplemente, para no dejar temas que pueden generar alarma pública, como es el 
del arsénico —estamos acostumbrados a que cada vez que aparece hay que manejarlo con mucho 
cuidado—, quería decir lo siguiente. Es cierto que hay zonas del país donde aparece el arsénico dentro 
de la formación natural en la roca, pero también es cierto que los parámetros de los niveles estándares 
máximos se han actualizado a una normativa más exigente: se pasó de 50 miligramos por litro en agua 
potable a 30, y para eso se dio un plazo y se controla. Hay un seguimiento de los valores donde 
aparecen números por encima de la normativa, y en esos casos el protocolo y la normativa lo que 
establecen es que el organismo tiene que solicitar la excepción para el cumplimiento de la normativa, 
por un plazo determinado y con un plan de actuación para corregir el defecto. Eso es lo que se 
controla. Se va haciendo un seguimiento y se han hecho nuevas perforaciones, cambios de operativas, 
etcétera, para llegar a los valores índice nuevos, que son más exigentes. Asimismo, continuamos 
buscando alternativas en donde tenemos ese problema de por medio. De todas maneras, al lado de 
otros países, estamos en niveles muchísimos más bajos. 


Por otra parte, cuando se dice «arsénico», hay que tener en cuenta que también es un tema 
de dosis. Como decía un comunicador, tomarse una aspirina es un remedio, pero si te tomás mil podés 
morir. En relación con el tema del arsénico, las dosis o niveles límite que están establecidos, en 
particular para metales pesados y contaminantes orgánicos o inorgánicos, lo están con niveles de 
seguridad enormes para el consumo durante toda la vida. Entonces, las normativas van avanzando, 
van teniendo más capacidad de detección y también van poniéndose más exigentes, porque hay más 
tecnologías que pueden afrontar y también pueden depurar con más exigencia el problema. En eso se 
está. 


Me parece que hoy el tema del arsénico no es algo que no se esté controlando. Digo esto 
para dar tranquilidad por ese lado y evitar alarmas públicas que me parece que no contribuyen en 
nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la señora Ministra y a los asesores por toda la información 
que nos dieron. Creo que es muy importante la aclaración que acaba de hacer el ingeniero Greif, 
porque si en la versión taquigráfica quedaba exclusivamente establecido que todos los pozos del litoral 
están con cianuro, sin duda la señora Ministra estaría en los titulares en los diarios de mañana. 


(Dialogados). 


SEÑORA AVIAGA.- Quería decir algo más. Creo que el principio precautorio que tiene nuestra 
legislación, sobre todo la ambiental, es básico preservarlo, cumplirlo y aplicarlo; sería bien importante 
que fuera así. 


SEÑORA MINISTRA.- Estamos totalmente de acuerdo. Nuestra obligación es el control, la aplicación y 
la defensa de nuestros recursos naturales en todos los aspectos. 


Entonces, quedamos en que les vamos a enviar esta información sobre el tema del agua 
para no abundar en él cuando nos encontremos nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 21:15). 
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